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RESUMEN 
Este trabajo titulado “Acciones de la seguridad ciudadana asociada a la 
satisfacción del poblador en la ciudad de Abancay   2013”, se ha realizado en 
diferentes sectores, quienes han dado su opinión sobre el problema de la 
inseguridad, problema que ha sido tratado a nivel nacional, por la relevancia 
que ha alcanzado este hecho de delincuencia común, sin que el Estado tenga la 
capacidad para buscar la solución a un problema que se presenta en zonas 
urbanas principalmente en la ciudad de Abancay. 
Nos permitirá corroborar o descartar ciertas afirmaciones que han sido 
hechas en el desarrollo del presente trabajo, facilitando su comprensión, 
descubriendo hechos, y casos desconocidos pero con trascendencia y que lo 
relacionamos no solo con el derecho sino con otras ciencias para explicar mejor 
el fenómeno. 
La escasa bibliografía ha hecho muy difícil su elaboración, así como la 
obtención de resultados, que aun cuando se ha aplicado las encuestas, estas 
por su naturaleza, deforman el resultado final, sin embargo los criterios  técnicos 
aplicados hacen que estas interferencias se minimicen. 
Las legislaciones penales protegen la seguridad general y los riesgos de 
los delitos de peligro común ante la amenaza de quien cuenta y tiene a su 
alcance y dominio en el medio idóneo para hacer efectivo de un evento lesivo a 
la seguridad del estado o la colectividad. El estado, que detenta el monopolio del 
uso de la fuerza pública, debe evitar el acaecimiento de cualquier acto contrario 
a la seguridad pública y ponga en riesgo  la seguridad de la persona. 
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Esta forma de seguridad considerada como consentimiento, opinión o juicio es 
vulnerada por todos los delitos de manera directa, porque cuando se comete un 
incendio, explosión, homicidio, robo una calumnia, etc., la  generalidad de los 
ciudadanos experimenta el temor de que el hecho se repita en perjuicio de 
cualquiera de ellos o de las personas que lo requieran, si se les dejas impunes. 
Los delitos de peligro concreto son aquellos en la que hay una lesión 
potencial o peligro  inminente en la conducta típica que describe el tipo penal, 
principal característica diferenciadora de un delito de peligro concreto a la de 
un peligro abstracto, porque el tipo penal expresamente establece esa 
característica peculiar de peligro inminente o potencial, no  requiriéndose que el 
peligro se llegue a realizar. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
vii 
 
 
ABSTRACT 
This work entitled "Actions of public safety associated with the satisfaction of the 
residents in the city of Abancay 2013" has been performed in different sectors, 
who have given their opinion on the problem of insecurity, a problem that has 
been addressed at national level for the relevance of this fact it has reached 
common crime, and the State have not the ability to find the solution to a problem 
that occurs primarily in urban areas as in the case of the city of Abancay. 
It will allow us to corroborate or discard certain statements that have been 
made in the development of this work, facilitating their understanding, discovering 
facts, and unknown but transcendence cases and they relate not only the right 
but also with other sciences to better explain the phenomenon. 
The scarce literature has become very difficult to manufacture as well as 
obtaining results, even when applied to surveys, these by their nature, distort the 
final result, however the technical criteria applied make these interferences are 
minimized. 
Criminal law and protect the overall security risks common danger offenses 
against the threat of who has and has available and domain in the appropriate 
means to enforce a harmful to state security or community event. The state, which 
holds the monopoly on the use of public force, avoid the occurrence of any 
contrary to public safety act and put at risk the security of the person. 
This form of security considered as consent, opinion or judgment is violated 
by all crimes directly, because when a fire, explosion, murder, robbery slander, 
etc., it commits the generality of citizens experience the fear that the repeat done 
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to the detriment of any of them or people who need it, if you let them go 
unpunished. 
Crimes concrete danger are those in which there is a potential or imminent 
danger in describing the typical conduct criminal injury, the main distinguishing 
feature of a particular offense to the danger of an abstract danger, because the 
offense expressly provides that peculiar characteristic of imminent danger or 
potential danger not requiring that conduct is reached. 
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INTRODUCCIÓN 
La tesis lleva por título “ACCIONES DE LA SEGURIDAD CIUDADANA 
ASOCIADA A LA SATISFACCIÓN DEL POBLADOR EN LA CUIDAD E 
ABANCAY 2013”, resulta idónea para conocer a plenitud todos los aspectos 
relacionados a este con un sustento certero como elemento, que permita 
corroborar o descartar ciertas afirmaciones que se relacionan con la seguridad 
ciudadana y el grado de satisfacción de los pobladores en la ciudad de Abancay. 
Se vierte conceptos que hacen posible ordenar el presente trabajo y facilitar su 
comprensión, y a través de procedimientos de inducción lógica, lleguemos a 
descubrir hechos y casos desconocidos pero de trascendencia que se relacionan 
no solo con el campo del derecho sino también en otras ciencias que explican 
mejor el fenómeno. 
Desde el punto de vista de la sociedad los resultados servirán para 
mejorar los criterios conceptuales además de ofrecer criterios operativos, tal es 
la relevancia social  de  la  investigación.  Tiene  además  un  valor  teórico  
porque  no  existen tratados doctrinarios suficientes al respecto, poniendo en tela 
de juicio la seguridad ciudadana, entonces su valor está en que se incrementará 
la bibliografía disponible sea cual sea el resultado. 
Es indispensable que aun cuando haya posiciones divergentes, este 
trabajo tenga sustento jurídico debido a la complejidad del mismo, y el daño 
que se puede causar si esta no es efectiva, siendo la protección de las 
personas en las calles, de sus viviendas, así como de los lugares públicos y 
privados, para estar seguros antes los ataques o amenazas de la delincuencia. 
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Normativamente describe una situación ideal, tal vez inexistente, pero que, tiene 
su fundamento en “un objetivo a perseguir”. 
El Estado tiene la obligación a proveer todo tipo de  seguridad  y 
garantizarla porque esta representa un valor sociocultural, jurídico, político, etc. 
Las Naciones Unidad definen la Seguridad Ciudadana como “la condición 
personal, objetiva, y subjetiva de encontrarse libre de violencia o amenaza de 
violencia o despojo intencional por parte de otros”. 
En consecuencia, los comités regionales. Provinciales distritales que se 
encargan de la seguridad ciudadana están premunidos de mandato legal para 
ejecutar planes, programas y proyectos seguidos de una ejecución, supervisión, 
y evaluación dentro de su jurisdicción. 
Estos comités es sus diferente niveles están  constituidos  por: la autoridad 
política de mayor nivel de la jurisdicción a la que pertenecen, el jefe de la policía 
de mayor graduación, la autoridad educativa de primer nivel, la autoridad de 
salud, el representante del poder judicial, del ministerio público, del defensor del 
pueblo y 3 alcaldes de los lugares con mayor número de electores. 
Por otro lado los comités provinciales, tienen representantes de las juntas 
vecinales, rondas campesinas, elegidos conforme a criterios establecidos, lo 
mismo sucede con los comités distritales. 
Estos comités de seguridad ciudadana, cualquiera que sea su jurisdicción 
tienen como funciones: Formular la política de seguridad ciudadana, dictar 
directivas en la materia, coordinar con los comités colindantes, celebrar 
convenios institucionales con conocimiento del CONASEC. 
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Todo ello, no garantiza que los resultados sean óptimos, por ello, en 
consideración al trabajo de campo realizado, la población percibe que la 
inseguridad ciudadana es alta, por lo que no se pueden solucionar sus 
problemas, viéndose como premisa un incremento de la delincuencia común, 
hecho que perfectamente puede trasladarse al ámbito nacional, donde este 
hecho aparece como el número uno de los peruanos, por encima del tráfico de 
drogas, del contrabando y otros. 
La solución al problema, corresponde a todos los organismos del Estado, 
por estar contemplados como garantía constitucional es que a su vez tiene rango 
de derechos humanos, esto si se quiere garantizar los derechos fundamentales 
de la colectividad, entonces debe garantizar la vigencia del orden interno y la 
seguridad ciudadana como una forma de convivir en paz, tener igualdad de 
condiciones tanto social, económica como política y una convivencia fraternal. 
La tesis está estructurada en cuatro capítulos: 
En el primer capítulo se aborda el problema. Comprende el análisis de la situación 
problemática, planteamiento del problema, formulación del problema a través de 
preguntas; de señales los objetivos que orientan la investigación. 
En el segundo capítulo se desarrolla el marco teórico. En él se consideran los 
antecedentes de la investigación se refieren las bases teóricas de sustento 
doctrinario, marco conceptual, las hipótesis y la operacionalización de las 
variables. 
En el tercer capítulo se especifica la metodología de la investigación. Se 
consideran el método, el diseño; se precisa la población y muestra; se señalan 
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las técnicas e instrumentos utilizados en la investigación. 
En el cuarto capítulo se presenta los resultados. Se ilustra el análisis e 
interpretación de los resultados a través de los cuadros estadísticos y gráficos. 
También se señala la prueba de hipótesis. 
Se consignan las conclusiones y sugerencias; igualmente se insertan las 
referencias bibliográficas y los anexos pertinentes. 
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CAPÍTULO I 
 EL PROBLEMA  
1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
América Latina se encuentra enfrentada a diversas fuentes de inseguridad en 
especial nuestro país, las fuentes son multifacéticas y entre las principales se 
destacan las provenientes de los procesos de globalización que han sido 
acompañados por la declinación de la protección del empleo, por resultados 
imprevistos de las crisis foráneas y por la volatilidad de los flujos de capital, e  
inestabilidades  macroeconómicas, además de  la debilidad de las instituciones 
para enfrentar esos riesgos (Rodrik, D. 2001). Sin duda entre las causas más 
directas de esa inseguridad se encuentra el aumento de la violencia de diversos 
tipos en la región y su expresión en la inseguridad creciente de la vida cotidiana de 
los ciudadanos. 
La seguridad ciudadana constituye un ámbito en que la ciudadanía y la 
cohesión social se vinculan estrechamente. En la medida que los grupos 
internalizan patrones de comportamiento que no obedecen a las normas legales y 
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sociales, la sociedad se expone cada vez más al uso de la violencia como una 
forma de resolver conflictos hechos que se registran diariamente en nuestra ciudad 
de Juliaca 
Se observa dificultades para la aplicación de justicia que las instituciones 
experimentan para garantizar protección a sus ciudadanos, acentúa la percepción 
de inseguridad, se puede, identificar la violencia desde las dimensiones 
organizativas, institucionales y culturales que pueden conducir a la selección de 
estrategias violentas por parte de ciertos actores sociales. En esa línea, la teoría 
de Sutherland afirma que las causas primarias del delito se derivarían de la 
existencia de grupos subcultura les de delincuentes (grupo de amigos, familia, 
cárcel), que traspasan los conocimientos delictuales (ILPES 1997). 
También surgiría de la ruptura o desajuste del orden social, es decir, de 
cambios sociales acelerados como efecto de la industrialización o la urbanización, 
por ejemplo, que disuelven los mecanismos tradicionales de control social y 
generan una brecha entre aspiraciones y los medios social y culturalmente 
aceptados para hacer realidad  esas aspiraciones (Martínez, 
1990). En esa línea, la teoría de Maltón sostiene que la conducta delictiva 
depende de la capacidad de los individuos para alcanzar las metas-éxitos de 
acuerdo a su entorno social y a la importancia asignada al éxito económico (ILPES, 
1997). Por tanto, desde esta perspectiva, existiría una correlación importante entre 
pobreza y delincuencia. En este contexto de aceleradas modificaciones en el 
ámbito económico y desarrollo de nuevas necesidades económicas, deterioro en la 
calidad de vida de grandes sectores de la población y la falta de solución a 
problemas la delincuencia aparecería  como  un  camino  de  autodefensa  
(delincuencia  tradicional: robos, hurtos, asaltos) o como la nueva forma de hacer 
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dinero fácil por la vía de la corrupción (delincuencia económica) o por medio de 
nuevas modalidades emergentes (lavado de dinero, fraude electrónico y otros) 
(Moulian, 1997). 
La  violencia es el uso o amenaza de uso, de la fuerza física o psicológica, 
con intención de hacer daño de manera recurrente y como una forma de resolver 
los conflictos (Guerrero, 1997, McAlister, 1998 y Tironi y Weinstein, 
1990). A su vez, la agresión tiene una base psicológica en la frustración, pero 
para que ésta induzca a actos agresivos a individuos que han aprendido a 
responder agresivamente (Tironi y Weinstein, 1990). La seguridad ciudadana se 
define, de una manera amplia, como la preocupación por la calidad de vida y la 
dignidad humana en términos de libertad, acceso al mercado y oportunidades 
sociales. La pobreza y la falta de oportunidades, el desempleo, el hambre, el 
deterioro ambiental, la represión política, la violencia, la criminalidad y la 
drogadicción pueden constituir amenazas a la seguridad ciudadana (ILPES, 1997, 
p.5).  
Desde otra perspectiva, se plantea que la  seguridad  ciudadana  tiene como 
principal significado el no temer una agresión violenta, saber respetada la integridad 
física y sobre todo, poder disfrutar de la privacidad del hogar sin miedo a ser 
asaltado y poder circular tranquilamente por las calles sin temer un  robo  o  una  
agresión.  La  seguridad  sería  una  creación  cultural  que implica una forma 
igualitaria de sociabilidad, un ámbito libremente compartido por todos (PNUD, 1998 
p.128). 
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Es el conjunto de políticas y acciones coherentes y articuladas, que tienden a 
garantizar la paz pública por medio de la prevención y represión de los delitos y las 
faltas contra el orden público, mediante el sistema de control penal y el de la policía 
administrativa (González, S. y otros, 1994) 
El interés del presente estudio es identificar el nivel de conocimiento de 
seguridad ciudadana relacionadas con la satisfacción ciudadana, los resultados 
permitirán tener datos objetivos de la realidad de la ciudad de Juliaca respecto a la 
seguridad ciudadana. 
1.2. FORMULACIÓN DEL PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. PROBLEMA GENERAL 
 ¿Cómo está asociado el nivel de conocimiento de la seguridad ciudadana con 
la satisfacción de la poblada ciudad de Abancay ,2013? 
1.2.2. PROBLEMAS ESPECÍFICOS. 
 ¿Qué asociación tiene el nivel de conocimiento respecto a la visión de la 
seguridad ciudadana con la satisfacción de la poblada ciudad de Abancay, 
2013? 
 ¿Cuál es la asociación entre el nivel de conocimiento respecto al rol de las 
instituciones y la seguridad ciudadana con la satisfacción del pobladla ciudad de 
Abancay, 2013? 
 ¿Cómo está asociado el nivel de conocimiento de las características y la 
satisfacción del poblador de la ciudad de Abancay, 2013? 
 ¿Existe asociación entre la ocurrencia de los delitos más comunes y la 
satisfacción del poblador de la ciudad de Abancay, 2013? 
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 ¿Cuál es el nivel de satisfacción del poblador respecto a la seguridad ciudadana 
en la ciudad de Abancay, 2013? 
1.3. JUSTIFICACIÓN DEL PROBLEMA 
En una ciudad como Lima y Callao, lo previsible es que cuando se pregunte en una 
encuesta de opinión pública cuál es el principal problema que afecta a la ciudad, 
salga en primer lugar el desempleo o la pobreza. 
Sin embargo, la (in)seguridad ciudadana ha desplazado a estos históricos 
problemas en la preocupación de las personas según la encuesta aplicada en junio 
del 2010. A la pregunta "¿Cuáles cree que son los tres principales problemas que 
afectan a la ciudad de Lima o Callao?" el 74% contestó 
"La delincuencia/la falta de seguridad ciudadana", en tanto que el 60% 
contestó "El desempleo/La falta de trabajo". En nuestra opinión, este es otro 
indicador del deterioro de la seguridad en Lima y Callao en los últimos años. 
Al respecto, el "Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos" de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) confirma esta tendencia 
no sólo en el Perú sino también en América Latina: "Por primera vez en décadas, 
en los países de América Latina, la delincuencia ha desplazado al desempleo como 
la principal preocupación para la Población. Al respecto, cabe recordar que el 
"Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos" de la CIDH ha señalado 
que "27. Preocupa especialmente a la Comisión que entre las víctimas y los 
victimarios de la violencia y el delito se destacan los niños, niñas y jóvenes de entre 
15 y 29 años de edad, con una tasa de homicidios que se eleva a 68.9/100.000. El 
desglose de las cifras demuestra que para la población joven de ingresos altos, la 
tasa es de 21.4/100.000, mientras que para la población joven de sectores de 
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ingresos medios y bajos, se eleva a 89.7/ 100.000. También en este caso la región 
registra la tasa de violencia más alta del mundo. 
1.4. OBJETIVOS 
1.4.1. OBJETIVO GENERAL 
 Analizar y describir la asociación que existe entre el nivel de conocimiento de la 
seguridad ciudadana con la satisfacción del poblador a la ciudad de Abancay, 
2013. 
1.4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 Establecer la asociación que se presenta entre el nivel de conocimiento respecto 
a la visión de la seguridad ciudadana con la satisfacción del poblador de la 
ciudad de Abancay, 2013. 
 Identificar la  asociación entre el nivel de conocimiento respecto al rol de las 
instituciones y la seguridad ciudadana con la satisfacción del pobladla ciudad de 
Abancay, 2013. 
 Constatar la asociación existente entre el nivel de conocimiento de las 
características y la satisfacción  del poblador de  la ciudad  de Abancay , 2013. 
 Identificar la asociación entre la ocurrencia de los delitos más comunes y la 
satisfacción del poblador de la ciudad de Abancay, 2013. 
 Verificar los niveles de satisfacción del poblador respecto a la seguridad 
ciudadana en la ciudad de Abancay, 2013. 
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CAPÍTULO II 
MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.1. A NIVEL INTERNACIONAL 
 SEGURIDAD CIUDADANA Y VIOLENCIA EN AMÉRICA LATINA Irma 
Arriagada CEPAL, Naciones Unidas Septiembre 2001 iarriaga@eclac.cl. Hay un 
notorio contraste entre la creciente sensación de inseguridad de la población y 
la ausencia de estadísticas consolidadas que permitan medir el fenómeno de 
manera más objetiva. Este artículo busca aportar a la comprensión  de  la  
situación  de  inseguridad  ciudadana  que  afecta  a  la región latinoamericana, 
en una visión comparada sobre la base de la información disponible, limitada y 
no siempre confiable, y desde perspectivas tanto social como económicas. El 
análisis se centra en algunas manifestaciones de la violencia delictiva en los 
años noventa, principalmente en las ciudades; hace una revisión de las teorías 
más importantes para el estudio de la violencia, el perfil de las víctimas y los 
agresores, las formas tradicionales y emergentes de la delincuencia, la 
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frecuente relación entre violencia y desempleo; y recoge la información sobre el 
costo económico de la violencia y la delincuencia. 
 ESTADO, POLICÍAS Y CRIMINALIDAD: SEGURIDAD PÚBLICA Y 
SEGURIDAD PRIVADA EN LA ARGENTINA ACTUAL. ¿Existen vínculos 
directos entre el aumento de la delincuencia y la expansión de la seguridad 
privada? ¿Puede proporcionarse evidencia para sostener que los mercados de 
la seguridad se expanden a expensas de los servicios públicos proporcionados 
por la policía del Estado?  Tras repasar las principales teorías del desarrollo de 
la seguridad privada, proponemos un análisis de estos problemas empíricos: por 
un lado, analizamos datos agregados sobre delito, gasto público en seguridad y 
desarrollo de la seguridad privada; por otro lado, ofrecemos una historización 
del fenómeno a fin de superar el anacronismo de algunos análisis de la 
seguridad privada. 
 ANÁLISIS ECONOMÉTRICO DE LOS DETERMINANTES DE LA 
CRIMINALIDAD EN CHILE. Los altos índices delictuales que presenta la 
sociedad chilena en los últimos años han generado una constante inquietud y 
preocupación tanto en el gobierno como en investigadores, aumentando así la 
importancia de las líneas de investigación que tratan de explicar los 
determinantes de la delincuencia en el país.  Lo que permite diseñar modelos 
de análisis con los cuales determinar los factores que motivan a una persona a 
delinquir. Los resultados del estudio arrojan que la criminalidad está 
determinada por diversos factores socioeconómicos, demográficos, disuasorios 
y de políticas públicas, los cuales pueden afectar de manera positiva o negativa 
en la criminalidad. 
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2.1.2. A NIVEL NACIONAL 
 RELACIONES ENTRE EL MIEDO AL DELITO Y EL AUTORITARISMO DE 
DERECHA EN UNA MUESTRA DE UNIVERSITARIOS DE LIMA 
METROPOLITANA  El  presente  estudio  analiza  la relación entre el Miedo al 
delito y el Autoritarismo de derecha en una muestra de 87 estudiantes de una 
universidad privada de Lima. Los resultados muestran que el Miedo al delito y 
el Autoritarismo de derecha están positivamente relacionados y que, tanto el 
miedo al delito como la percepción de riesgo, es mayor en mujeres de los niveles 
socioeconómicos altos. Además, se encontró que la experiencia previa de 
victimización incrementa la percepción de riesgo pero no los niveles de Miedo 
al delito ni de Autoritarismo de derecha. 
 RELACIONES ENTRE EL MIEDO AL DELITO Y EL AUTORITARISMO DE 
DERECHA EN UNA MUESTRA DE UNIVERSITARIOS DE LIMA 
METROPOLITANA. El presente estudio analiza la relación entre el Miedo al 
delito y el Autoritarismo de derecha en una muestra de 87 estudiantes de una 
universidad privada de Lima. Los resultados muestran que el Miedo al delito y 
el Autoritarismo de derecha están positivamente relacionados y que, tanto el 
miedo al delito como la percepción de riesgo, es mayor en mujeres de los niveles 
socioeconómicos altos. Además, se encontró que la experiencia previa de 
victimización incrementa la percepción de riesgo pero no los niveles de Miedo 
al delito ni de Autoritarismo de derecha. 
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2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. SEGURIDAD CIUDADANA1. 
A. ORIGEN: 
El Termino "Seguridad Ciudadana", ha sido muy extraño en la doctrina cristiana y 
legislación política, hasta la última Constitución Política del año 1999. 
Esta expresión de Seguridad Ciudadana es originaria de España. Donde 
existen normas y leyes como la Ley Orgánica  de Protección  de  la Seguridad  
Ciudadana  que  tiene  por objetivo la  protección,  prevención, garantía que se 
tenga que dar a los ciudadanos para que puedan intervenir libremente, y con las 
garantías correspondientes a fin de tener una tranquilidad, paz y seguridad tanto 
de los bienes, como de las personas que representa la vida en la comunidad. 
En este País la policía tiene a su cargo la seguridad pública y la seguridad 
ciudadana es parte de ella, donde tiene la responsabilidad, el control de diversos 
problemas sociales. 
B. CONCEPTOS: 
El concepto de la seguridad ciudadana domina el debate sobre la lucha contra 
violencia y delincuencia en América Latina. La expresión está conectada con un 
enfoque preventivo y, hasta cierto grado, liberal a los problemas de violencia y 
delincuencia. El término pone énfasis en la protección de los ciudadanos y contrasta 
                                                 
1 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. "Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos  
Humanos". Washington D.C.: CIDH, diciembre 2009, p. 10. 
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con el concepto de la seguridad nacional  que  dominaba  el discurso público en 
décadas pasadas y que enfocaba más en la protección y la defensa del Estado. 
Existen múltiples conceptos y nociones del término "seguridad ciudadana" y 
su contenido concreto puede variar considerablemente  dependiendo del actor o 
autor quien lo utilice. Por ejemplo, no hay un consenso si la seguridad ciudadana 
se refiere también a riesgos o amenazas de tipo no intencional (accidentes de  
tránsito, desastres naturales)  o de tipo económico y social. Un punto en que sí 
concuerdan la gran mayoría de autores es que el término referencia a dos niveles 
de la realidad: 
Primero, se refiere a una condición o un estado de un conjunto de seres 
humanos: a la ausencia de amenazas que ponen en peligro la seguridad de un 
conjunto de individuos. En ese sentido, el término tiene un significado normativo. 
Describe una situación ideal que probablemente es inexistente en cualquier lugar 
del mundo pero que funciona "como un objetivo a perseguir" por ejemplo, define la 
seguridad ciudadana como "la condición personal, objetiva y subjetiva, de 
encontrarse libre de violencia o amenaza de violencia o despojo intencional por 
parte de otros." 
Segundo, se refiere a políticas públicas encaminadas a acercar la situación 
real a la situación ideal, es decir, se refiere a políticas que apuntan hacia la 
eliminación de las  amenazas  de  seguridad  o hacia la protección  de  la población 
ante esas amenazas. En ese sentido, el término se refiere a prácticas sociales 
empíricamente existentes. 
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C. CAUSAS2: 
"La causa por la cual  se origina la seguridad ciudadana es  por la inseguridad 
ciudadana, se define como el temor a posibles agresiones, asaltos, secuestros, 
violaciones, de los cuales podemos ser víctimas. Hoy en día, es una de las 
principales características de todas las sociedades modernas, y es que vivimos en 
un mundo en el que  la extensión de la violencia se ha desbordado en un clima 
generalizado de criminalidad. A continuación, presentamos la vertiginosa transición 
de la delincuencia en el país y las causas que originan esta incertidumbre en la 
sociedad. 
Entre las causas de inseguridad que se detectan, está el desempleo que vive 
una gran cantidad de personas; las personas que atentan contra los bienes y la 
integridad física de los ciudadanos lo hacen, frecuentemente, por no tener un 
empleo estable que les garantice ingresos suficientes para mantener a su familia. 
También, se identificó a la pobreza como otra causa que puede generar 
agresividad y que causa, además, altos índices de delincuencia que, generalmente, 
se ubican en las zonas marginales de la ciudad. 
La  falta de educación es otra causa. La escasa  (y,  muchas veces, 
inexistente) educación de los ciudadanos genera delincuencia, agresividad y, por 
supuesto, inseguridad en aquellas personas que se mantienen al margen, pero que 
son los que sufren las consecuencias de esta situación. Asimismo, la cultura tan 
pobre de nuestra población genera altos índices delictivos  y  de  agresividad  contra  
las  personas.  Puede  afirmarse  que, cuanta menos educación y cultura tengan 
las personas, más propensas a la delincuencia y al crimen serán. 
                                                 
2 RUIZ, Juan Carlos y VANDERSCHUEREN, Franz. “Base conceptual de la seguridad”. Consolidación de los 
gobiernos locales en seguridad  ciudadana: formación  y  prácticas. Unión Europea Programa  URB-AL,  
documento  electrónico [Consulta: 16 de agosto de 2009] 
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En   conclusión, la inseguridad  ciudadana  puede  ser  superada   si el Estado 
crea un sistema educativo que disminuya  las  cifras de deserción escolar que 
inciden en la criminalidad, y que, además, ofrezca oportunidades laborales a todos 
los sectores de la sociedad. 
D. LA  INSEGURIDAD  ES  AHORA  LA  PRINCIPAL  PREOCUPACIÓN 
CIUDADANA3 
Objetivos: 
El objetivo que persigue la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos 
no es otro, por tanto, que darle contenido y ampliar la democracia (recordemos que 
democracia significa "gobierno del pueblo"), avanzando en lo que se conoce como 
"democracia participativa". En contraposición, cuando en un país sólo se practican 
algunas de las libertades básicas (voto cada cuatro años, libertad de expresión) 
podemos hablar de "democracia formal". En las sociedades complejas la 
participación persigue que los habitantes de un lugar sean más sujetos sociales, 
con más capacidad para transformar el medio en que viven y de control sobre sus 
órganos políticos, económicos y administrativos. Requisitos para poner en marcha 
un proceso de participación. 
Desde un órgano de gobierno, a cualquier nivel (ya sea una Comunidad 
Autónoma, un Ayuntamiento, o, incluso, la Junta Directiva de una Asociación)  
tenemos  que  tener  en  cuenta  que, si queremos poner en marcha un proceso 
participativo, para que la participación sea sostenible, se dé a lo largo del tiempo, 
se deben de cumplir tres requisitos: poder, saber y querer (Equipo Claves, 1994). 
Condiciones para la participación: 
                                                 
3 Constitución Política de la República año 1993 
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 Poder. Crear cauces que la permitan, normas, mecanismos, estructuras, 
organización. Es el primer paso imprescindible para poner en marcha cualquier 
proceso de fomento de la participación. 
 Saber. Capacidad, conocer cómo, habilidades, destrezas, lo cual exige 
aprendizaje, saber unas técnicas. 
 Querer. Incentivar la participación, mostrar que participar es algo satisfactorio, 
creativo. Explicar las razones, los motivos para participar, qué es algo  útil  para 
la sociedad  y para  nosotros mismos. Crear motivación, interés, deseo... es tal 
vez lo más difícil o lo que más fácil se nos olvida de explicar a los que estamos 
acostumbrados a participar en los asuntos públicos. 
Por lo tanto y para que los ciudadanos quieran la participación, debe de ser 
eficaz, que la ciudadanía la vea como algo que les es útil, que sirve en lo concreto 
y que se tienen en cuenta sus opiniones y los compromisos acordados, que hay 
resultados públicos verificables y evaluables. 
La participación ciudadana cobra vigencia con la teoría de la democracia 
participativa. La participación no es un aspecto relevante para las teorías liberales, 
pues consideran que el “individuo libre e igual” se dispersa en sus exigencias 
personales y el Estado es tan solo un medio que proporciona un marco estable para 
la coordinación de las actividades individuales: “Únicamente si el poder del estado 
está circunscrito por ley pueden los ciudadanos disfrutar de la libertad; es decir, si 
está circunscrito por normas que especifiquen los límites al ámbito de acción del 
estado; límites basados en el derecho individual a desarrollar las ideas y sus gustos 
propios, a perseguir los propios fines y a realizar los talentos y dones personales” 
Carole Pateman critica esta idea de “individuo libre e igual”, pues a pesar que los 
hombres y mujeres, negros y blancos, de clase baja, media y alta, y aquellos de 
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diferentes etnias, tienen formalmente sus derechos, esto es de poco valor si no 
pueden disfrutarlos. 
Así, resulta esencial para la formación de un régimen democrático, impulsar 
la participación de la ciudadanía, pues una “democracia participativa [democracia 
directa] fomenta el desarrollo humano, intensifica un sentido de eficacia política, 
reduce el sentido de enajenación respecto a los poderes centrales, nutre una 
preocupación por los problemas colectivos y contribuye a la formación de una 
ciudadanía activa y sabia, capaz de tomar un interés más perspicaz por las 
cuestiones de gobierno. 
La seguridad ciudadana forma parte de las preocupaciones cotidianas y del 
debate público en los países de la región (América Latina tiene el mayor índice de 
criminalidad a nivel mundial, el cual se mide por la tasa de homicidios. El Perú está 
entre los países catalogados con criminalidad alta, aun cuando no llega a niveles 
alarmantes de otros países. En nuestro país la percepción de inseguridad está 
creciendo y requiere de políticas que den respuestas adecuadas. En este contexto, 
los problemas de seguridad ciudadana, hoy en día, forman parte de la agenda 
pública peruana y por lo tanto de las políticas de Estado del Acuerdo Nacional y de 
la Agenda Priorizada Parlamentaria. 
Seguridad ciudadana está relacionada con los derechos humanos vinculados 
a la vida, la integridad física, psíquica y moral de las personas y su patrimonio; 
 El Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana (SINASEC), creado en el año 
2003, fue la culminación de un esfuerzo iniciado durante la transición con libres 
de temor y amenazas y está consignado en Constituciones y leyes, así como en 
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el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, 
y, en el caso de América Latina, en la Declaración de la OEA en Montrouis. 
E. NORMATIVIDAD SEGURIDAD CIUDADANA4 
En el caso de los Comités Distritales de Seguridad Ciudadana, órganos ejecutivos 
que constituyen las células básicas del Sistema, encargados de planear, organizar, 
ejecutar, coordinar y controlar los planes, programas y proyectos de seguridad  
ciudadana en el ámbito de su competencia territorial, en el marco de la política 
nacional diseñada por el Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana; estos comités, 
son presididos por el Alcalde distrital de su respectivo ámbito territorial y está 
integrado por los siguientes miembros: la autoridad política de mayor nivel del 
distrito, el Comisario Distrital de la Policía Nacional, un representante del Poder 
Judicial, un representante del Ministerio Público, dos alcaldes de centros poblados 
menores, un representante de las juntas vecinales, un representante de las rondas 
campesinas, en los lugares donde existan, elegidos estos últimos, públicamente 
por el Comité Distrital de Seguridad Ciudadana, de acuerdo a los criterios que cada 
Comité establezca para su nominación.  
Los Comités Distritales, en base a la realidad particular de sus respectivos 
distritos y con una orientación participativa, tienen el deber de incorporar a otras 
autoridades o representantes de las instituciones civiles y de la comunidad que 
consideren conveniente. 
LUME ROCHA, Aldo; MEJÍA HUISA, Nancy; y, Equipo IDL-SC. HOJA de 
RUTA para un PLAN LOCAL de SEGURIDAD CIUDADANA. Instituto de Defensa  
Legal.  Lima,  Idem: “Según  la Defensoría del Pueblo (“Reporte sobre el 
                                                 
4 De Joan Font y Ricard Gomá: La participación ciudadana: Diagnóstico, experiencias y perspectivas. 
Universitat Autónoma de Barcelona. 1999 pag. 3 
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funcionamiento de los Comités de Seguridad Ciudadana en el ámbito nacional en 
el 2009". Lima, 2009), se ha podido constatar lo siguiente: 
No se han elaborado planes de seguridad ciudadana en el 23% de los 
Comités Regionales, en 60% de los Comités Provinciales y en 74% de los Comités 
Distritales. 
Aún la mayoría de secretarios técnicos de dichos comités no  desempeñan 
su función a exclusividad. A ello se suma la falta de designación de dichos 
secretarios en el 4% de los Comités Regionales, en 18% de los Comités 
Provinciales y en 51% de los Comités Distritales. 
Las sesiones de trabajo de los Comités Provinciales y Regionales en el año 
2009 han disminuido con relación al 2007, además se ha visto que en los Comités 
Distritales el número de sesiones es absolutamente insuficiente (1.1 sesiones al 
año). Este dato resulta especialmente preocupante en tanto que los comités de 
seguridad tienen que sesionar al menos 2 veces por mes con todos los integrantes 
de los comités con el apoyo de los vecinos a fin de conocer los problemas de 
inseguridad que aquejan al distrito y visualizar el mapa del  delito, para de esta 
forma garantizar el buen desarrollo de los planes de seguridad. 
En el caso de los Comités Regionales de Amazonas, Áncash, Puno, San 
Martín y Tacna, no han sesionado durante todo el año 2009. 
Solamente el 54% de los Comités Regionales, 42% de los Comités Provinciales y 
el 20% de los distritales realizan actividades de capacitación en materia de 
seguridad ciudadana.• La suscripción de convenios es uno de los puntos 
importantes que sirve de soporte a los planes de seguridad, a través del 
establecimiento de alianzas estratégicas con organizaciones y empresas privadas. 
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Lamentablemente, se ha podido constatar que únicamente es efectuada por el 27% 
de los Comités Regionales, el 17% de los Provinciales y el 7% de los Distritales. 
 Del total de comités distritales solamente una quinta parte (22%) cuenta con un 
plan de seguridad, lo cual revela la debilidad institucional en la cual se 
encuentran actualmente estas instancias. 
 Se ha constatado que en la mayoría de los Comités Provinciales no han existido 
procesos ordenados de transferencia de funciones ni de acervo documentario 
de un período municipal a otro, lo que ha afectado la continuidad en las políticas 
locales de seguridad ciudadana.” 
 En un clima de justicia y espíritu de unidad, el siguiente procedimiento de 
consulta puede dar un buen resultado: 
 Antes del inicio de la reunión formal del comité, es recomendable que sus 
miembros se den un tiempo para saludarse y conversar un poco de manera 
espontánea. Este proceso puede ser comparado a unos músicos afinando sus 
instrumentos antes de una función. Ello alienta la fusión en armonía en vez de 
permitir ruidos discordantes. Si se descuida el periodo de transición, la consulta 
será menos efectiva y se impedirá el proceso de afinamiento. Se debe buscar 
con ahínco todo aquello que fomente el acercamiento de los integrantes del 
comité. 
Iniciada la reunión formal, sobre la base de la agenda (e incluso en la ampliación  
y/o  aprobación de ésta) cada  uno de los miembros, con la máxima  cortesía, 
dignidad, cuidado y moderación, debe proceder a expresar sus ideas; cada 
individuo es llamado a expresar sus propias opiniones respetando esta regla 
El comportamiento justo responde a un sentido de justicia; este sentido, a su 
vez, tiene que ser coherente con las reglas de convivencia social; HOERSTER 
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decía: “Quien aguarda que sus conciudadanos presten obediencia al derecho 
vigente… está moralmente obligado a hacer lo mismo.” De esto podemos extraer 
dos reglas: 1) El obrar humano debe ser coherente. Quien pretende ventajas tiene 
que  cargar con los inconvenientes. El que sólo recibe y no da, se aísla y destruye 
su vida; y, 2) Resalta el principio de igualdad entre los hombres. Hay que hacer 
aquello que se espera de los otros; y, lo que se quiere para uno mismo hay que 
desearlo también para los demás. (Citado por BRIESKORN, Norbet. Filosofía del 
Derecho. Editorial Herder. Barcelona, 1993) 
Cuando no es posible la adopción de una decisión por unanimidad, se adopta 
el acuerdo por mayoría. 
Permanezca silencioso, si el punto de vista que tiene no ha sido aún 
presentado. Tampoco es deseable pedir a otra persona que hable por uno. La 
delegación no forma parte de la consulta idónea. Si otra persona ha expresado ya 
la idea que uno tiene, no es necesario repetirla. Pero cada uno tiene la 
responsabilidad muy específica de asegurarse de que sus opiniones sean 
conocidas y expresadas. iii. La exposición de las ideas (‘lluvia de ideas`) debe estar 
dirigida a entender la situación para decidir lo que hay que hacer y ejecutar o llevar 
a cabo esa decisión. Con este propósito, en todo asunto, se debe buscar la verdad 
cuidadosamente y no insistir en sus propias opiniones, ya que la terquedad y 
persistencia en el propio parecer llevará en último término a la discordia y disputa, 
y la verdad quedará oculta 
Los miembros deben expresar sus propios pensamientos con absoluta 
libertad y no es permisible de ninguna  manera que uno menosprecie las ideas de 
otro; no, deben exponer la verdad con moderación y, si surgen divergencias de 
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opinión, debe prevalecer la voz de la mayoría, y todos deben obedecer y someterse 
a ella. 
También se debe tener en cuenta que no es saludable que  “los demás son 
nuestros semejantes, no nuestros competidores. Lo que importa es que seamos 
amables y firmes al mismo tiempo: amables con los demás y firmes con nosotros 
mismos, tanto en nuestras decisiones como en lo que queremos conseguir. No 
necesitamos luchar para tener razón. 
La búsqueda de la verdad, debe entenderse como la búsqueda de los datos 
reales de la situación o del problema; y, la exposición de la solución o de la conducta 
a seguir, el resultado de dicha verdad. 
En opinión de SAVI, el mundo de la realidad, al ser una realidad dinámica, 
se nos presenta con innumerables facetas que desafían los esquemas y 
definiciones comunes, a menudo demasiado estrictas; precisamente, por esta 
multiplicidad de facetas y variabilidad de la realidad, el intercambio de 
comprensiones resulta ser muy útil. Intelectos diferentes identifican facetas 
diferentes de la misma realidad, y así, en el intercambio de ideas, dentro del 
proceso de consulta idóneo, pueden ayudarse unos a otros en un esfuerzo 
intelectual conjunto. 
Ninguno de los miembros objete o censure, ya sea dentro o fuera de la reunión, 
cualquier decisión a que se haya llegado previamente, aun cuando esa decisión no 
sea correcta (la preservación de la unidad del comité, permitirá que haya 
oportunidad de corregir ese error), porque tales críticas impedirán que se lleve a 
cabo cualquier decisión. 
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F. POLÍTICA NACIONAL DE SEGURIDAD CIUDADANA5 
Como política, la seguridad ciudadana debe estar liderada por los gobiernos 
democráticos y sustentarse en tres elementos básicos: 
 Una estrategia de prevención de la violencia 
 El fortalecimiento de los gobiernos locales 
 Promoción de la participación ciudadana. 
Actualmente, construir una política de seguridad ciudadana es un reto para 
los  países  latinoamericanos,  pues,  en  la  actualidad,  la  aplicación  de medidas 
represivas y del principio de autoridad se impone a la prevención, la 
descentralización y la participación ciudadana, que son los lineamentos necesarios 
para llevar a cabo políticas de seguridad ciudadana en y para la democracia. 
En 2003, el gobierno de El Salvador impulsó medidas conocidas como “mano 
dura” y “súper mano dura” para enfrentar la violencia, llevando al extremo las 
políticas de control. Así, se elevaron las penas privativas de libertad y se emitieron 
leyes cada vez más severas para enfrentar la delincuencia, limitándose a trabajar 
con la institución policial y militar. Sin embargo, sin estrategias resocializadoras, 
estas medidas terminaron por convertir a las cárceles en centros de 
perfeccionamiento criminal. Por otro lado, la estrategia de la “Ventana Rota”, 
practicada en Nueva York, mostró la importancia de establecer el orden y el control 
de las calles gracias al trabajo unificado de la policía y del sistema penal. Sin 
embargo, estas medidas obviaron la intervención de otras instituciones para 
obtener una visión más amplia de la problemática de la ciudad. En Nueva York, la 
falta de una política social para enfrentar la inseguridad ciudadana derivó en la 
                                                 
5 José maría rico y Laura Chinchilla. Libro. Seguridad ciudadaba en america latina.edic. siglo XXI buenos aires, 
2002 p. 37 
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criminalización de todos conflictos de la ciudad. Para Gino Costa, el caso 
emblemático para América Latina es el de Bogotá. En esta ciudad, se aplicó la 
doctrina de la “cultura ciudadana” impulsada por la Municipalidad que, sin descuidar 
el control, comprometió a la ciudadanía en un proceso educativo para mejorar las 
prácticas sociales y hacerlas concordantes con las normas básicas de convivencia. 
Elementos que forman parte de la política nacional de seguridad ciudadana. 
La Policía Nacional y los Gobiernos Locales en el Sistema Nacional de Seguridad 
Ciudadana (SINASEC), creado en 2003. Con el SINASEC, se le otorgó el liderazgo 
a los Presidentes Regionales y Alcaldes, creándose los Comités de Regionales, 
Provinciales y Distritales de Seguridad Ciudadana. Sin embargo, en la actualidad, 
estos comités no vienen cumpliendo sus labores como indica la ley del sistema, 
principalmente respecto al fomento de la participación. Por el contrario, es la Policía 
Nacional quien organiza a la ciudadanía a través de las juntas vecinales de 
seguridad ciudadana. 
G. POLICÍA NACIONAL 
El proyecto de la Reforma y Modernización Policial. La finalidad del sistema fue 
considerar el tema de la seguridad desde un punto de vista local, multisectorial y 
participativo. 
Para que lo local, multisectorial y participativo sean una posibilidad, se crearon los 
comités de seguridad ciudadana regionales, provinciales y distritales, integrados 
por los representantes de los órganos del Sector Público y la comunidad organizada 
de tal forma que sea posible articular los esfuerzos de cada institución local para 
diseñar y ejecutar las políticas de seguridad ciudadana en cada ámbito territorial. 
En la década de 1990, el gobierno autoritario de Alberto Fujimori transfirió el poder 
absoluto de la seguridad a las Fuerzas Armadas, marginando a la Policía del control 
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del orden interno. Esta subordinación, produjo un alejamiento entre la Policía y su 
real deber con los ciudadanos. Durante la transición democrática, se dieron los 
primeros pasos para democratizar a la institución policial. El paso más importante 
fue proceso de Reforma y Modernización de la Policía Nacional del Perú iniciado 
en 200250. A pesar de los logros obtenidos en los primeros años, la reforma se 
detuvo. 
En una interesante formulación de propuestas, para fortalecer la labor de los 
Comités Distritales de Seguridad Ciudadana, del Instituto de Defensa. Actualmente, 
para la mayoría de peruanos, la Policía es una de las instituciones más corruptas y 
con mayores dificultades para cumplir sus funciones. Para Gino Costa, la 
ineficiencia policial se agudizó con el surgimiento del terrorismo a principios de 
1980,  cuando  las  fuerzas policiales enfrentaron la violencia subversiva, pero 
descuidaron las expresiones criminales de menor envergadura. Este vacío fue 
copado gradualmente por las empresas de seguridad particular y el servicio de 
serenazgo de las municipalidades. 
H. LOS GOBIERNOS LOCALES 
Para Lucía Dammert y Gustavo Paulsen, los gobiernos locales son las entidades 
más adecuadas para trabajar en la prevención del delito, pues “las problemáticas 
de los ciudadanos son mejor conocidas y enfrentadas por los municipios que 
establecen relación permanente y directa con ellos” Asimismo, Alejandra Lunecke 
señala que el gobierno  local tiene  un  rol fundamental en la seguridad ciudadana 
porque tiene el poder político para situar este tema en la agenda pública. Además, 
siendo el gobierno elegido cuenta con mayores ventajas para convocar a otros 
programas vinculados a la seguridad y asociarse con sectores privados, 
promoviendo la participación de los vecinos en el trabajo preventivo. 
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Como se observa, actualmente implementar acciones de seguridad 
ciudadana ya no es atribución solo policial, sino también de los gobiernos locales. 
Entonces, ¿cómo se vinculan, ahora, los gobiernos locales y la policía para llevar a 
cabo estas acciones? 
Según las experiencias analizadas por Lucía Dammert, ambas instituciones 
se relacionan en los siguientes aspectos: 
 Asistencia policial en caso de emergencias. 
 Control de los espacios públicos. 
 Seguridad en actos públicos. 
 Cumplimiento de reglas de tránsito. 
 Cumplimiento de reglamento municipal (basura, contaminación, venta de 
Alcohol). 
 Control de comercio ilegal, entre otros. 
Como se observa, la mayoría de estas actividades son estrategias disuasivas 
para controlar la delincuencia, lo cual es insuficiente por la potencial  reincidencia 
del transgresor y porque no se abordan los problemas estructurales de las 
ciudades. Por esto, las experiencias de comités barriales de seguridad ciudadana, 
que unifican tanto a las autoridades locales como a la población, son iniciativas 
interesantes porque permiten elaborar propuestas concertadas y que se 
fundamental en la real problemática del espacio donde viven. Participación 
ciudadana: un elemento indispensable para la seguridad ciudadana en democracia. 
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I. PARTICIPACIÓN CIUDADANA6 
ROL DE LAS INSTITUCIONES 
El nuevo rol de las municipalidades en la seguridad ciudadana La Ley Orgánica de 
Municipalidades (Ley 27972) señala que “los gobiernos locales son entidades 
básicas de la organización territorial del Estado y canales inmediatos de 
participación vecinal en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con 
autonomía los intereses propios de las correspondientes colectividades: siendo 
elementos esenciales del gobierno local, el territorio, la población y la organización”. 
Como se observa, en esta definición, el gobierno local se crea para mejorar 
la prestación de servicios a la comunidad, pero también como un espacio inmediato 
para participar. 
En la década de 1990, el artículo 195º de la Constitución Política de 1993 
decía que la Policía Nacional y las municipalidades cooperan en materia de 
seguridad ciudadana. Pero en este artículo no se establecía cómo se daría esta 
asistencia entre ambas instituciones. 
Mediante una modificación a la Constitución en 2002, con la Ley 27680, se 
hicieron explícitas las facultades de las municipalidades en materia de seguridad 
ciudadana. 
Así, en el artículo 197º se señala que “las municipalidades promueven, apoyan y 
reglamentan la participación vecinal en el desarrollo local. Asimismo, brindan 
servicios de seguridad ciudadana con la cooperación de la Policía, conforme a 
ley”43 
                                                 
6 Andrés Bello Seguridad Ciudadana, cuadernos universitarios de Rafael Blanco, universidad, año 1997. 
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Este cambio normativo, sin embargo, no vinculaba de manera orgánica las 
labores de la Policía y de la Municipalidad. 
En enero del 2003, con la ley del SINASEC, se forman los Comités de 
Regionales, Provinciales y Distritales de Seguridad Ciudadana, donde los 
Presidentes Regionales y Alcaldes serán las autoridades que presidirán estas 
entidades. A pesar de esto, aún no existía una ley municipal que regulara estas 
nuevas atribuciones. 
Cuando se dio la Ley Orgánica de Municipalidades, en mayo del 2003, la 
seguridad ciudadana surgió como un servicio público de competencia municipal. 
Así, la nueva atribución de la Municipalidad Distrital sería organizar el servicio de 
serenazgo o vigilancia municipal cuando crea conveniente, siguiendo a las normas 
formuladas por la Municipalidad Provincial. 
En la actualidad, el servicio de serenazgo es una figura municipal creada 
para brindar seguridad a través del patrullaje y el trabajo disuasivo. Para el General 
PNP (R) Enrique Yépez, la importancia del serenazgo es su aporte de recursos 
humanos y logísticos para apoyar a la Policía Nacional. La Policía, en 
correspondencia, apoya con presencia policial en las unidades de serenazgo, es 
decir, con la autoridad que otorga les a los policías contar con el uniforme y  las  
armas  reglamentarias, pues los efectivos del serenazgo no pueden actuar sin la 
presencia de efectivos policiales, porque estarían en caso de hacerlo usurpando 
funciones". 
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J. JUNTAS VECINALES Y RONDAS CAMPESINAS 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana (SINASEC) (Ley 27933). El ente rector 
del SINASEC es el Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana (CONASEC), cuya 
función es formular, conducir y evaluar la política de seguridad ciudadana a nivel 
nacional. 
Para el SINASEC, la seguridad ciudadana es la acción integrada que 
desarrolla el Estado, con la colaboración de la ciudadanía, destinada a asegurar su 
convivencia pacífica, la erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las 
vías y espacios públicos y la contribución a la prevención de la comisión de delitos 
y faltas. 
La Ley del SINASEC establece la formación de los Comités Regionales, 
Provinciales y Distritales de Seguridad Ciudadana. Según el artículo 15º de esta 
ley, los Comités Regionales de Seguridad Ciudadana son “órganos técnico 
normativos” que formulan políticas de seguridad ciudadana en su respectivo ámbito 
territorial, mientras que, según los artículos 18º y 23º, los Comités Provinciales y 
Distritales son “órganos ejecutivos”. 
Los Comités Regionales son presididos por el Presidente de la Región y los 
Comités Provinciales y Distritales por el Alcalde. A diferencia de los Comités 
Regionales, los Comités Provinciales tienen entre sus miembros a representantes 
de las juntas vecinales y de las rondas campesinas. La participación de estas 
organizaciones también se da en los Comités Distritales,  La  representación  
vecinal  es elegida  públicamente  por  los demás miembros de dichos Comités, 
según las normas que los integrantes establezcan. 
Según los artículos 16º y 19º (Ley del SINASEC), los Comités Distritales 
están conformados por: 
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 La autoridad política de mayor nivel del distrito. 
 El jefe distrital de la Policía Nacional. 
 Un representante del Poder Judicial. 
 Dos alcaldes de centros poblados menores. 
 Un representante de las juntas vecinales elegido públicamente por el Comité 
Distrital de Seguridad Ciudadana entre las organizaciones de este tipo 
existentes en su jurisdicción, de acuerdo a los criterios que cada Comité 
establezca para su nominación. 
 Un representante de las rondas campesinas, en los lugares donde existan, 
elegido públicamente por el Comité Distrital de Seguridad Ciudadana, de 
acuerdo a los criterios que cada Comité establezca para su nominación. 
De las funciones de los Comités de Seguridad Ciudadana, cabe destacar las 
siguientes: 
 Formular la política de seguridad ciudadana en su respectiva jurisdicción. 
 Dictar directivas sobre la materia. 
 Coordinar con los Comités colindantes acciones conjuntas de seguridad 
ciudadana. 
 Celebrar  convenios  institucionales  con  conocimiento del CONASEC. 
 Por otro lado, los Comités Provinciales y Distritales de Seguridad Ciudadana 
tienen las siguientes atribuciones: 
 Formular el diagnóstico de la problemática de seguridad ciudadana y elaborar 
el mapa de incidencia delictiva. 
 Formular, ejecutar y evaluar los planes, programas y proyectos para reducir la 
criminalidad y delincuencia común. 
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 Promover la organización y capacitación de las juntas vecinales de seguridad 
ciudadana que desarrollan las respectivas áreas de la municipalidad y la policía 
 Fomentar el debate público sobre seguridad ciudadana 
 Promover consultas ciudadanas sobre temas relacionados a la seguridad 
ciudadana. 
 El reglamento del SINASEC señala que los comités de seguridad ciudadana 
deberán implementar sus Secretarías Técnicas 37. El Secretario Técnico 
cumple un rol fundamental, pues es el soporte administrativo para el 
cumplimiento de las funciones de dichos Comités. 
 Finalmente, respecto a la promoción de la participación ciudadana, la Ley del 
SINASEC señala que los Comités Provinciales y Distritales son los encargados 
de promover mecanismos de consulta para que los vecinos se informen, 
propongan, debatan e intercambien opiniones en materia de seguridad 
ciudadana. A estas reuniones pueden asistir organizaciones vecinales, sociales, 
religiosas, culturales, educativas y deportivas; coordinadores generales y 
zonales de seguridad ciudadana, cualquiera  que  sea la institución que la 
promueva; integrantes de las Mesas de Concertación; entidades del sector 
comercial y empresarial, entre otros. Según el artículo 22º, el Comité Provincial 
de Seguridad Ciudadana debe promover como mínimo tres veces al año las 
consultas ciudadanas. Asimismo, el artículo 28º establece que el Comité Distrital 
de Seguridad Ciudadana debe promover estas reuniones como mínimo cuatro 
veces al año. 
La Defensoría del Pueblo (2008) realizó un estudio sobre el funcionamiento 
de los Comités Regionales y 12 Comités Provinciales de Seguridad Ciudadana. De 
esta evaluación, se concluyó que en la mayoría de estos Comités no han existido 
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procesos ordenados de transferencia de funciones ni de acervo documentario, lo 
que afecta la continuidad de las políticas regionales y provinciales de seguridad 
ciudadana. Así, también, en estos comités se ha venido cumpliendo solo 
formalmente con la lista de integrantes en las sesiones de los Comités, donde la 
participación de los municipios distritales, de las juntas vecinales y de las rondas 
campesinas ha sido insuficiente. 
Asimismo, no se ha identificado una práctica orientada a elaborar 
diagnósticos o planes de seguridad ciudadana. 
Respecto a los Comités Distritales, Ciudad Nuestra ha publicado el texto “La 
percepción de los Alcaldes y Jefes Policiales sobre los comités de seguridad 
ciudadana en Lima Metropolitana”, de donde se concluye que en los distritos 
coexisten dos visiones muy diferentes sobre la seguridad ciudadana, el de los 
policías y la de las autoridades municipales. 
En ese sentido, una primera referencia de cómo trabajan los comités 
distritales son las dificultades que deben enfrentar ambas autoridades locales para 
implementar estrategias integrales contra los problemas de inseguridad ciudadana 
que afectan a su distrito. 
En síntesis, en el país existen comités regionales, provinciales y distritales 
de seguridad ciudadana unificados por una política desde el CONASEC. De esta 
manera, se afirma un modelo local para resolver la problemática de inseguridad 
ciudadana con una mirada multisectorial, pues los miembros de estos comités 
representan a las autoridades correctivas (policía, justicia, sistema penitenciario), 
pero también a los sectores preventivos (educación, salud, entre otros). Asimismo, 
este modelo de seguridad ciudadana fomenta la participación ciudadana a nivel de 
los comités provinciales y distritales. 
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Sin embargo, siendo la seguridad ciudadana un tema novedoso, estos 
Comités de Seguridad Ciudadana todavía no consolidan un trabajo para el mediano 
y el largo plazo. Se observa, además, las dificultades de la representación 
ciudadana para participar en estos comités. Mientras tanto, la Policía Nacional y la 
Municipalidad se enfrentan en un juego aparte, pues, antes de darse la Ley del 
SINASEC, la Policía era la única institución que lideraba las acciones de seguridad 
ciudadana en los distritos. 
Ahora, con los cambios institucionales que se han dado en materia de 
seguridad ciudadana desde 2003, se han ampliado las funciones de las 
Municipalidades, abriendo paso al afianzamiento de un nuevo mecanismo de 
seguridad como el serenazgo. 
El nuevo rol de las municipalidades en la seguridad ciudadana. La Ley 
Orgánica de Municipalidades (Ley 27972) señala que “los gobiernos locales son 
entidades básicas de la organización territorial del Estado y canales inmediatos de 
participación vecinal en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con 
autonomía los intereses propios de las correspondientes colectividades: siendo 
elementos esenciales del gobierno local, el territorio, la población y la organización” 
Como se observa, en esta definición, el gobierno local se crea para mejorar 
la prestación de servicios a la comunidad, pero también como un espacio inmediato 
para participar. 
En la década de 1990, el artículo 195º de la Constitución Política de 1993 
decía que la Policía Nacional y las municipalidades cooperan en materia de 
seguridad ciudadana. Pero en este artículo no se establecía cómo se daría esta 
asistencia entre ambas instituciones. 
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Mediante una modificación a la Constitución en 2002, con la Ley 27680, se 
hicieron explícitas las facultades de las municipalidades en materia de seguridad 
ciudadana. 
Así, en el artículo 197º se señala que “las municipalidades promueven, 
apoyan y reglamentan la participación vecinal en el desarrollo local. Asimismo, 
brindan servicios de seguridad ciudadana con la cooperación de la Policía, 
conforme a ley”.  
Este cambio normativo, sin embargo, no vinculaba de manera orgánica las 
labores de la Policía y de la Municipalidad. 
En enero del 2003, con la ley del SINASEC, se forman los Comités de 
Regionales, Provinciales y Distritales de Seguridad Ciudadana, donde los 
Presidentes Regionales y Alcaldes serán las autoridades que presidirán estas 
entidades. A pesar de esto, aún no existía una ley municipal que regulara estas 
nuevas atribuciones. Cuando se dio la Ley Orgánica de Municipalidades, en mayo 
del 2003, la seguridad  ciudadana surgió como un servicio público de competencia 
municipal. Así, la nueva atribución de la Municipalidad Distrital sería organizar el 
servicio de serenazgo o vigilancia municipal cuando crea conveniente, siguiendo a 
las normas formuladas por la Municipalidad Provincial. 
En la actualidad, el servicio de serenazgo es una figura municipal creada 
para brindar seguridad a través del patrullaje y el trabajo disuasivo. Para el General 
PNP (R) Enrique Yépez, la importancia del serenazgo es su aporte de recursos 
humanos y logísticos para apoyar a la Policía Nacional. La Policía, en 
correspondencia, apoya con presencia policial en las unidades de serenazgo, es 
decir, con la autoridad que otorga les a los policías contar con  el uniforme y las 
armas reglamentarias, pues “… los efectivos del serenazgo no pueden actuar sin 
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la presencia de efectivos policiales, porque estarían en caso de hacerlo usurpando 
funciones”.  
Cabe señalar que el serenazgo se ha extendido y, actualmente, se estima la 
presencia de 5 mil serenos  en la capital, tanto en distritos  prósperos,  como  San  
Isidro  y Miraflores (con alrededor de 400 serenos) hasta en los emergentes como 
San Martín de Porres y Comas (no cuentan ni con 100 serenos cada uno) Por  otro  
lado, también se han  implementado oficinas  municipales  para direccionar el 
trabajo realizado por el serenazgo y para fortalecer la relación con los vecinos en 
materia de seguridad ciudadana. Desde estas oficinas, se  han  formado  
organizaciones  vecinales  para  que  participen  en  las acciones de seguridad que 
realiza la Municipalidad. 
K. PROMOCIÓN DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
Una de las características de las juntas vecinales, según su manual de formación, 
es la permanencia de la organización. Esto es, buscar que cada día haya más 
miembros de las juntas para mejorar el trabajo comunitario y apoyar la labor policial. 
Para cumplir este objetivo, los coordinadores distritales tienen la tarea de 
sensibilizar a sus vecinos para que sean integrantes de las juntas vecinales, pues 
también existe la posibilidad de que algunos miembros renuncien a esta 
organización. 
En sus barrios, los integrantes de las juntas vecinales son “vecinos vigilantes” 
y tienen entre sus tareas la instalación de sirenas y la organización de las rondas 
urbanas entre vecinos y policías. De esta manera, se ha ido formando entre los 
vecinos una visión de la seguridad centrada en disuadir las acciones 
delincuenciales, pues las comisarías no cuentan con mayores recursos para llevar 
a cabo iniciativas de prevención social en estos barrios. 
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“La estrategia es el uso de las sirenas, de los silbatos, los altos parlantes, los 
módulos de seguridad ciudadana” (Coordinadora de las juntas vecinales Cía. Canto 
Rey, 54 años. Entrevistada en San Juan de Lurigancho el 15 de octubre del 2009). 
“Las charlas y lo que es el patrullaje a pie. Les recomendamos a las juntas 
vecinales unirse, en unión de la comunidad” (Asesor de las juntas vecinales Cía. 
Santa Elizabeth, 36 años. Entrevistado en San Juan de Lurigancho el 18 de octubre 
del 2009). 
Como  se  ha  observado,  la  participación  ciudadana  es  consideraba  por 
todos como un elemento importante de la seguridad, pues son los vecinos quienes 
conocen la realidad donde viven y pueden colaborar. Visión sobre las seguridades 
ciudadana En opinión de los miembros de las juntas vecinales entrevistadas, la 
seguridad ciudadana es un tema fundamental para el desarrollo del distrito y de la 
comunidad, pues esta noción significa vivir en paz y tranquilidad. Pero alcanzar esta 
forma de vida no es solo responsabilidad de las autoridades policiales y  
municipales, pues los entrevistados opinan que es fundamental la participación 
activa de los vecinos para solucionar los problemas de inseguridad ciudadana que 
más afectan a sus barrios. 
“Es la cultura de paz, es vivir en tranquilidad, libre de la delincuencia en sus 
diferentes modalidades. Es ser solidarios, ser integradores. Es ser solidario frente 
a la problemática que tienen los vecinos” (Coordinadora de las juntas vecinales  
Cía.  Canto  Rey,  54  años. Entrevistada en San Juan de Lurigancho el  15 de 
octubre del 2009). 
"La idea es que nosotros tenemos que organizarnos, ser vigilantes de nuestras 
calles, donde uno vive. Si nosotros no estamos bien organizados la delincuencia 
siempre ha a seguir azotando. Nosotros lo que queremos es que cuando hay una 
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pacificación, hay desarrollo de un pueblo, donde hay delincuencia, hay inseguridad, 
no hay desarrollo, al contrario, nadie puede tener un negocio, nadie podemos tener 
nuestros hijos libre. La prioridad es la pacificación de un pueblo” (Coordinadora de 
las juntas vecinales Cía. Mariscal Cáceres, 54 años. Entrevistada en San Juan.2. 
¿Qué se espera del trabajo policial en seguridad ciudadana? 
Según los miembros de las juntas entrevistados, el Estado debería invertir 
más en el trabajo comunitario que desarrollan las OPC, pues estas labores se ven 
limitadas por la disminución del personal asignado y la débil capacidad logística de 
las comisarías. 
Además, todos los entrevistados coinciden al señalar que se necesita 
capacitar a todos los policías en cómo relacionarse con la comunidad, para que 
mejoren su trato al vecino y tengan la capacidad de solucionar los problemas que 
llegan a diario a las comisarías. 
“Integrarse más a los problemas comunitarios, no solo de la sección de 
participación ciudadana, sino de todas las áreas de las comisarías. Solamente  el 
policía que trabaja a nivel comunitario es el promotor muchas veces. Pero las otras 
dependencias policiales no lo hacen, a veces nosotros obligamos para que ellos 
salgan a hacer trabajo de campo”. 
“La policía deberían ser todas las áreas solidarios. Si es bien cierto, en OPC 
hay una entidad que se preocupa de cambiar la actitud de la policía, de hacer 
proyectos para que cambie la comunidad, pero hay unas áreas que  están  haciendo  
lo  contrario.  Entonces,  no  hay esa  esperanza  que también la policía va a 
cambiar. Porque si bien hay dos o tres personas en el área, pero hay 50 personas 
que no están de acuerdo, ¿qué puedes hacer?” (Coordinadora de las juntas 
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vecinales Cía. Mariscal Cáceres, 54 años. Entrevistado en San Juan de Lurigancho 
el 20 de julio de 2009). 
2.2.2. RÉGIMEN DE POLÍTICA CRIMINAL 
La colectividad reacciona organizadamente, frente a las acciones delictuosas (lato 
sensu) que amenazan su cohesión o su desarrollo armónico, se le denomina 
política criminal. Todo sistema tiene por objeto una determinada política criminal. 
Es tarea de esta disciplina, no sólo la descripción de la reacción social contra la 
delincuencia, sino también determinar los lineamientos que deberían seguirse a fin 
de lograr una mayor eficacia7. 
La política criminal se presenta bajo dos aspectos: primero, como una 
disciplina o un método de observación de la reacción anticriminal; tal como es, 
efectivamente, practicada. Y, segundo, como un arte o estrategia de lucha contra 
la delincuencia; elaborada a partir de los datos y enseñanzas aportados por la 
observación objetiva. 
La política criminal es, en consecuencia, una parcela de la política jurídica del 
Estado, la que a su vez es parte de su política general. La programación y 
realización de una correcta y coherente lucha contra la delincuencia, depende del 
apoyo y fomento de los estudios tendientes a describir el sistema de reacción social 
                                                 
7 Según  se  vio  al  examinar  el  estado  actual  de  la  metodología jurídico-penal, es  importante la  dirección  
que  ve  en  la  unión  de política criminal y dogmática la vía de construcción de una dogmática realista. 
Comparto esta opinión. En realidad, la mayor parte de exigencias  metódicas planteadas hasta aquí son 
expresión de dicha idea, que se encuentra en parte realizada por aquéllas. La introducción en la dogmática 
de los postulados valorativos del derecho penal, por una parte, y de la contemplación de las necesidades de 
la realidad, por otra, constituye,  en  efecto, parte esencial del programa  de quienes piden la conexión de 
política criminal y dogmática. Pero para que los principios  axiológicos y las  necesidades prácticas tengan 
específico sentido político- criminal, es preciso algo más: que tanto la valoración, como la consideración de 
la realidad, se apoyen en bases científico-empíricas. Esto es, que los postulados valorativos que inspiran el 
derecho positivo y la dogmática, y las necesidades del caso, tiendan a escapar de un origen puramente 
intuitivo y a buscar apoyo en la investigación del delito como fenómeno empírico, individual y social. Cfr., MIR 
PUIG, Santiago. Introducción a las bases del derecho penal. 2° Ed. Montevideo, editorial Montevideo-Buenos 
Aires, 2003, pp. 319-320. 
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y a determinar los lineamientos y los medios más eficaces. De esta manera, se 
evitará que la reacción sea espontánea o inorgánica, motivada únicamente por el 
afán de dar satisfacción a los movimientos de la "opinión pública", originados por la 
comisión de ciertas infracciones (política criminal del “golpe por golpe”, del “coup 
par coup”; o destinada a satisfacer, mediante la multiplicación o agravación 
indiscriminada de la represión, a un público impresionado o temeroso ante la 
comisión frecuente de ciertos delitos. De  allí  que una  racional y coherente política 
criminal suponga un esfuerzo de sistematización y de actualización de las  
instituciones  que luchan contra la delincuencia; instituciones que deben, como 
afirma Marc Ancel, estar integradas en un conjunto coordinado dentro del cual se  
complementan, en lugar de oponerse; y que deben ser adecuadas a las condiciones 
sociales8. 
2.2.3. CRIMINOLOGÍA Y POLÍTICA CRIMINAL 
A diferencia de la dogmática penal, la criminología se ocupa del estudio del  delito 
en sus diferentes formas de aparición, investigando sus causas, su  significación 
en la vida de la sociedad y del individuo; estudia, asimismo, la personalidad del 
delincuente, sus características físicas y psíquicas, su desarrollo y sus posibilidades 
de tratamiento. Para alcanzar sus objetivos, recurre a los diversos métodos que 
ofrecen las ciencias naturales y sociales. 
Entendida de este modo la criminología, se comprende con gran facilidad  la  
importancia  de las relaciones que  tiene esta  disciplina causal-  explicativa con la 
política criminal y el derecho penal, e igualmente los innumerables elementos que 
les proporciona. Una adecuada lucha contra la delincuencia es imposible sin un 
                                                 
8 HURTADO POZO, José. Manual de Derecho Penal. 2 ed. Lima, Editorial Eddili, 1987, p. 33. 
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conocimiento de la realidad criminógena. Así, pues, estas tres disciplinas  se 
relacionan y complementan recíprocamente. 
Como lúcidamente afirmó Marc Ancel, en la introducción a la primera edición 
de su obra "la défense sociale nouvelle": "el problema no consiste,  como  lo  han  
creído algunos espíritus simplistas, en la supresión de la ley penal o en la 
subordinación absoluta del jurista al criminólogo, sino en la utilización racional, en 
el dominio jurídico, de los diferentes datos de la ciencia criminológica. Frente a las 
transformaciones indiscutibles de la sociedad moderna, continúa el autor francés,  
el  problema  esenciales  es  de  lograr  la  elaboración  de  un sistema de derecho 
penal que no sea anacrónico, que tenga en cuenta la realidad humana y social y 
que se esfuerce en hacer esto con el máximo de lucidez y eficacia". 
En su opinión, se trata de un problema de política criminal, y según él, de 
esta manera uno se da cuenta que la ciencia criminal moderna se compone de tres 
dominios esenciales: la criminología, que estudia en todos sus  aspectos al 
fenómeno delito; el derecho penal, que consiste en la aplicación y explicación de 
las normas positivas con las que la sociedad reacciona ante dicho fenómeno; y, por 
último, la política criminal, arte y ciencia al mismo tiempo, cuyo objeto práctico es, 
en definitiva, el permitir una mejor elaboración  de las reglas positivas, y de orientar 
al legislador que las redacta, al juez que las aplica, y a la Administración 
penitenciaria que hace efectiva la decisión judicial.9 
 
 
 
                                                 
9 Ibídem., p. 36. 
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2.2.4. SEGURIDAD CIUDADANA 
Existen diversos enfoques respecto a definir esta institución jurídica. La más 
aproximada es la siguiente: “la seguridad ciudadana no constituye en sí misma un 
derecho de naturaleza constitucional o legal, pero sí un bien jurídicamente 
protegido10 en tanto conjunto de acciones o medidas destinadas a preservar otros 
bienes o valores jurídicamente protegidos por nuestro ordenamiento –además de 
los derechos constitucionales a la vida11, integridad, propiedad, etc.- como la 
tranquilidad pública o paz social,  la prevención del  delito, uso  pacífico  de  los  
espacios y vías públicas, erradicación de la violencia, etc.”12. 
De la misma manera, ha concluido que la protección a este bien jurídico se 
organiza bajo la forma de “un servicio público a cargo de los gobiernos locales en 
colaboración con la Policía Nacional”13. Este concepto de seguridad ciudadana 
como bien jurídicamente protegido también ha sido recogido en la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional. Así, el supremo intérprete de la Constitución ha 
señalado que: “la seguridad ciudadana no debe ser observada como un derecho 
fundamental sino como un bien jurídico protegido, habida cuenta que hace 
referencia a un conjunto de acciones o medidas que están destinadas a 
                                                 
10 Todo lo que en  si  mismo  no  es  un  derecho, pero  que  en  los  ojos del legislador es de valor como 
condición de la vida sana de la comunidad jurídica, en cuyo mantenimiento incólume y libre de 
perturbaciones tiene interés desde su punto de vista y que por ello hace esfuerzos a través de sus normas 
para  asegurarlo   ante lesiones o puestas en peligro no deseadas". HORMAZABAL MALAREE, Hernán. 
Bien jurídico y estado social y  democrático  de derecho. 2 Ed. Santiago de Chile, Editorial Jurídica Cono 
Sur, 1992. 41. 
11 Nuestra Constitución Política de 1993 ha determinado que la defensa de la persona humana y el respeto a 
su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado; la persona está consagrada como un valor 
superior, y el Estado está obligado a protegerla. El cumplimiento de este valor supremo supone la vigencia 
irrestricta del derecho a la vida, pues este derecho constituye su proyección; resulta el de mayor connotación 
y se erige en el presupuesto ontológico para el goce de los demás derechos, ya que el ejercicio de cualquier 
derecho, prerrogativa, facultad o poder no tiene sentido o deviene inútil ante la inexistencia de vida física de 
un titular al cual puedan serle reconocidos tales derechos. Cfr. ResoluciónN.º  01535-2006-PA/TC  Fecha 
de publicación 10/02/2008 Caso Empresa de Transportes Turismo Imperial S.A (FJ 82-91). 
12 DEFENSORÍA DEL PUEBLO. “Informe Defensorial N° 81. Libertad de Tránsito y Seguridad Ciudadana. Los 
enrejados en las vías públicas de Lima Metropolitana”. Lima, 2004. Página 44. 
13 Ibídem., p. 82. 
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salvaguardar el desarrollo de la vida comunitaria  dentro  de  un  contexto  de  paz,  
tranquilidad  y  orden, mediante la elaboración y ejecución de medidas vinculadas 
al denominado poder de Policía. La seguridad ciudadana consolida una situación 
de convivencia con ‘normalidad’, vale decir, preservando cualquier situación de 
peligro o amenaza para los derechos y bienes esenciales para la vida 
comunitaria”.14 
La  concepción  de  seguridad  ciudadana a la  que se adhiere  la Defensoría 
del Pueblo propone  también la participación activa de  la sociedad en dicha materia, 
en cuanto se refiere al ámbito local. A partir de lo establecido en el segundo párrafo 
del artículo 31° de la Constitución15, es claro que este concepto tiene la doble 
naturaleza de derecho y deber. Por tanto, supone tanto la posibilidad de ejercer la 
potestad de intervenir en los asuntos relacionados a los gobiernos locales, como 
asumir las responsabilidades que este ejercicio implica. Desde esta doble  
concepción,  entonces,  el  deber  ciudadano  de participar  en  el  diseño,  ejecución  
y  seguimiento  de  políticas  de seguridad ciudadana convierte  a  la ciudadanía  en  
actor esencial de estos procesos. 
Por otro lado, dado que la ciudadanía se ve perjudicada directamente por la 
actual situación de inseguridad ciudadana, resulta legítimo e imprescindible su  
activa participación. Así, las Juntas Vecinales y Rondas Campesinas vienen 
asumiendo un importe papel en las respuestas integrales a los diferentes   
problemas de seguridad ciudadana, en sectores urbanos y rurales. Sus 
actuaciones, así como la labor de apoyo que pueden brindar las empresas privadas, 
                                                 
14 Cfr., Sentencia del Tribunal Constitucional del 22 de junio del 2005, expedida en el Expediente N° 2876-
2005-PHC/TC (Caso Nilsen Mallqui Laurence y otro), fundamento 18. Conceptos concordantes pueden 
encontrarse en la Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 27 de junio del 2005, expedida en el 
Expediente N° 3482-2005-PHC/TC (Caso Luis Augusto Brain Delgado y otros), fundamento 13. 
15 “Es derecho y deber de los vecinos participar en el gobierno municipal de su jurisdicción. La ley norma y 
promueve los mecanismos directos e indirectos de su participación” 
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constituyen esfuerzos que el Estado debe apoyar y garantizar de modo tal que la 
seguridad ciudadana tenga un fuerte componente participativo para conseguir la 
protección de sus bienes y por ende la paz social16, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 197° de la Constitución17. 
La seguridad ciudadana tiene que ser responsabilidad compartida, no sólo 
entre entidades del Estado, sino también con la propia sociedad civil18. Así se ha 
reconocido incluso en la “Declaración de Seguridad Ciudadana en Sudamérica”, 
adoptada el 30 de setiembre  de 2005 por los Jefes de Estado de la Comunidad 
Sudamericana de Naciones. El artículo 3° de dicho instrumento, reconoce que “la 
Seguridad Ciudadana debe asumir como una responsabilidad compartida del 
gobierno y la comunidad”. Por su parte, en artículo 5° de dicho documento 
considera que “la participación ciudadana es un elemento clave para avanzar en la 
consolidación de valores y normas comunitarias de respeto y solidaridad que 
permitan una mejor convivencia social”.  En  ese sentido, resulta necesario, buscar 
alianzas estratégicas entre las entidades estatales con la sociedad civil, a fin de que 
las acciones en dicha  materia sean coordinadas y, sobre todo, resulten eficientes. 
Es también la protección de las personas en las calles, seguridad de las viviendas 
y otros lugares tanto públicos como privados, contra las amenazas, peligros o 
ataques de la delincuencia. Se refiere a una condición o un estado de un conjunto 
de seres humanos: a la ausencia de amenazas que ponen en peligro la seguridad 
                                                 
16 Según DELGADO SILVA,  el artículo 197° de la Constitución reformada asume esta tendencia y, por ello, 
trata la seguridad ciudadana, no solamente en el mismo artículo, sino como variante renovadora de las 
prácticas participativas de la población, a escala local. En: “La Constitución Comentada”. Lima: Gaceta 
Jurídica. 2005., p. 1031. 
17 “Las municipalidades promueven, apoyan y reglamentan la participación vecinal en el desarrollo local.  
Asimismo  brindan  servicios  de  seguridad  ciudadana, con  la  cooperación de  la  Policía Nacional del 
Perú, conforme a ley” 
18 Al respecto. Eric Cisternas Jabre, señala en su artículo “El Concepto de Seguridad Ciudadana” (en: 
http://www.atinachile.cl/content/view/6407) que el logro de la seguridad Ciudadana no sólo es una 
responsabilidad del Estado, sino también de la ciudadanía en general. 
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de un conjunto de individuos. Asimismo, la seguridad ciudadana se define como la 
condición personal, objetiva y subjetiva, de encontrarse libre de violencia o 
amenaza de violencia o despoja intencional por parte de otros. Una de las funciones 
de los Estados consiste en proveer seguridad y garantizaría a través de diversas 
acciones de las instituciones de seguridad pública. La seguridad no es sólo una 
necesidad individual o colectiva, sino que representa un valor sociocultural, jurídico 
y político de los Estados democráticos y constitucionales. 
Es necesario cuestionarse seriamente la tendencia a considerar que el 
incremento de penas y la eliminación de beneficios penitenciarios constituyen una 
solución eficaz para evitar el incremento de la delincuencia. Esta corriente  de 
opinión  lleva a  asentar un contenido simbólico del Derecho penal, que lo que 
pretende es dar tranquilidad a la población19. A pesar de haberse privilegiado  la  
sanción  penal de contenido de privación de la libertad, es claro que esto no ha 
significado un  descenso en los niveles de  criminalidad. Existen  penas bastantes 
severas que pueden llegar hasta los 35 años, por ello se evidencia en el Perú que 
las consecuencias de tales medidas sólo conducen a un incremento del número de 
personas detenidas en un contexto de hacinamiento de los establecimientos   
penitenciarios20.  
                                                 
19 Se asume, en esta perspectiva, el contenido de “Derecho Penal Simbólico” desarrollado por el Profesor 
Winfried Hassemer, en su artículo “Derecho Penal Simbólico y protección de Bienes Jurídicos”  /en  
http://www.juareztavares.com/textos/hassemer_bem_juridico.pdf), en  el  sentido  que “Simbólico’ en sentido 
crítico es por consiguiente un Derecho penal en el cual las funciones latentes predominen sobre las 
manifiestas: del cual puede esperarse que realice a través de la norma y su aplicación otros objetivos que 
los descritos en la norma. Con ello se entiende –como ya expresa la determinación del concepto- por 
‘funciones manifiestas’ llanamente las condiciones objetivas de realización de la norma, las que la propia 
norma alcaza en su formulación: una regulación del conjunto global de casos singulares que caen en ámbito 
de aplicación de la norma, esto es, la protección del bien jurídico previsto en la norma. Las ‘funciones 
latentes’, a diferencia, son  múltiples, se  sobreponen parcialmente unas  a  otras  y son  descritas 
ampliamente en  la literatura: desde la satisfacción de una necesidad de actuar’ a un apaciguamiento de la 
población, hasta la demostración de un Estado fuerte” 
20 Al respecto, en los respectivos informes defensoriales, el Programa de Asuntos Penales y Penitenciarios de 
la Defensoría del Pueblo ha llamado reiteradamente la atención sobre los efectos negativos de la sobre 
población penal: hacinamiento, malos servicios penitenciarios, reproducción de la violencia, entre otros 
aspectos. 
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Es más, lamentablemente los centros penitenciarios no cumple la función 
resocializadora que les corresponde, sino más bien contribuyendo a la 
“especialización” delictiva de los procesados y condenados, los cuales retornarán 
a la sociedad y probablemente seguirán cometiendo actos delictivos. Como decía 
en una ocasión el Dr. Héctor cornejo Chávez, “quienes ingresan de bachiller salen 
doctorados” en cuestiones delincuenciales. 
 
2.2.5. LA SEGURIDAD CIUDADANA Y SUS CARENCIAS 
Sin apoyo material de parte del Estado para combatir la criminalidad, todo intento 
será imposible. Al respecto existen muchas carencias de carácter estructural en el 
sistema de seguridad ciudadana, de no ser superados, toda esfuerzo será inútil. 
Señalemos algunos: 
 
a) Estrategia contra la delincuencia 
En el país, existió, un Plan de Seguridad Ciudadana 2009, consensuado   con los 
ministerios,  la fiscalía, entre otras entidades. En principio, es positivo que con base 
en ese plan se hayan programado varias actividades,  como dotar a las comisarías 
de nuevas radios digitales o de un sistema de vigilancia que permitiría hacer un 
seguimiento de los problemas de seguridad en Lima y provincias. Sin embargo, es 
que esto recién empezará a aplicarse en el mejor de los casos a inicios del 2011, 
mientras las estaciones policiales carecen de computadoras incluso para confirmar 
si un vehículo tiene orden de captura y no caer en abusos. 
Luego tiene, que agilizarse en el poco tiempo que le queda al régimen. Sin 
duda hay tareas para el largo plazo, como sembrar valores desde el hogar y la 
escuela, pero en tanto el Gobierno tiene que liderar una estrategia para el corto 
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plazo, con responsabilidades y cronogramas bien establecidos, antes de que la 
delincuencia nos desborde, como ha sucedido en Trujillo o  en Abancay. 
Una segunda tarea es intensificar la labor de investigación que debe 
desarrollar la PNP. Sin duda, la ciudadanía celebra que los policías salgan a las 
calles, pero también sería positivo que las denuncias  presentadas  en  las  
comisarías  tuvieran  un seguimiento, la inacción actual es desesperante, al punto 
que muchas víctimas ni siquiera denuncian los robos21 de las que son víctimas en 
las calles o en sus domicilios porque quedan archivadas en un cajón. 
En  lo  inmediato, también  hay que atender al factor humano, revalorar la 
policía, que así como merece un buen sueldo para reducir los riesgos de la 
corrupción, también requiere una mejor formación en las escuelas de suboficiales, 
para elevar su autoestima y desarrollar las capacidades que demanda la labor de 
servicio que tienen que cumplir. En ese sentido, para el año 2010 debería estar 
concluido el proceso de revisión del plan de estudios de los establecimientos 
formativos. 
Finalmente, en coordinación con las municipalidades, el Ministerio del Interior 
podría impulsar las rondas urbanas o los comités de vecinos para alentar la 
prevención y la denuncia. La lista de asuntos pendientes para garantizar la lucha 
frontal contra la delincuencia común es aún más larga y urgente. 
b) Déficit de policías y de equipos modernos 
En principio, la noticia de que hay un déficit de 40 mil policías en el territorio nacional 
explica que no solo la percepción de temor en  muchos peruanos (91%  en  Lima), 
                                                 
21 Corresponden en su totalidad a cogoteros o asaltantes habituales, es decir, a ladrones que enfrentaban a 
sus víctimas para robarles. La intimidación o amenaza del uso de la fuerza o de las armas es algo tan 
calculado, como para que cada cogotero o asaltante desarrolle su propio estilo. Es más, las formas de 
intimidar se adaptan también al tipo de víctima y a las circunstancias del delito 
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sino el incremento de delitos que antes no se habían reportado en la incidencia y 
magnitud. Sin embargo, lo más grave probablemente sea que, como reconoce el 
titular del interior, los sectores involucrados en la lucha contra la delincuencia no 
están haciendo nada para enfrentarla, con los riesgos mortales que esto implica. 
Al finalizar el primer gobierno de Alan García en 1990, el número de policías 
a nivel nacional era de 130 mil, cantidades que se redujo en 2006 a 90 mil efectivos 
policiales. En incremento de mayor número de policías, la dotación a la Policía 
Nacional del Perú de mil unidades móviles, debidamente equipadas, como parte de  
la implementación de su política de seguridad ciudadana, y el aumento de sueldos 
y bonificaciones, sin duda fortalecerá y potencializará su capacidad de combate de 
la PNP contra el crimen organizado. 
2.2.6. LA SOCIEDAD CIVIL Y LA SEGURIDAD CIUDADANA 
Respecto a la participación de la sociedad civil frente a la seguridad ciudadana, la 
respuesta se expresa en una palabra: Organización. Esa es la gran fuerza potencial 
del pueblo y el primer paso necesario. Al organizarse, la gente da un paso decisivo  
hacia la conquista de su seguridad. Luego, la inteligencia, capacidad  de  liderazgo,  
naturaleza democrática de la institucionalidad, junto con la disciplina y 
perseverancia, completarán el marco indispensable de protección. 
La organización popular puede también exigir acción eficiente a los gobiernos 
locales y al Estado; y a la vez puede colaborar mejor con ambos cuando estos tres 
elementos consiguen el engranaje de planes y programas eficaces. Tenemos como 
un ejemplo emblemático, el caso de las Rondas Campesinas en la Región 
Cajamarca y otras del país, donde han mostrado mucha eficiencia y eficacia para 
combatir, por ejemplo, al abigeato. 
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Está reconocida constitucionalmente que,  la seguridad ciudadana es un 
derecho humano, asimismo que, la criminalidad depreda con particular intensidad 
a los sectores más vulnerables de la sociedad, para quienes representa una 
depredación confiscatoria y que con frecuencia arrebata la delincuencia el esfuerzo 
de meses, años, o de una vida entera. Las personas con recursos están bien 
protegidas por el Estado, en unos casos privilegiadamente, así como las empresas 
privadas con capacidad de hacerlo. En cambio, la gente humilde y pobre 
económicamente no está bien protegida por nadie y por eso es la principal víctima 
de la criminalidad en nuestra sociedad. 
Desde esta perspectiva, buscamos estimular la organización urbana y rural 
para implementar la seguridad ciudadana, difundiendo los ejemplos de éxito, las 
acciones que lo hicieron posible en cercana coordinación con la Policía Nacional. 
También hemos asesorado a varias organizaciones en ese desempeño. En el 
ámbito rural, hemos buscado que instituciones exitosas, como las rondas 
campesinas en la zona norte de la Región Puno aprovechan su disciplina y eficacia 
organizativa para convertirse en factores de desarrollo y cohesión social. 
La PNP es una institución excepcional, en tanto alberga dentro de ella a 
personas  de  mérito  ejemplar,  de  notables  logros  profesionales,  a muchos de 
quienes el país debe mucho más de lo que podrá pagar; junto a notorios corruptos 
y también a algunos inútiles de antología. Lograr que los mejores policías no solo 
comanden su institución sino dejen huella de ejemplo y de doctrina, es un objetivo 
fundamental para nuestra  sociedad.  A  la  vez,  fiscalizar  el  sector  e  investigar  
a  los corruptos en un indispensable esfuerzo complementario. 
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2.2.7. EL ORDEN INTERNO Y LA SEGURIDAD CIUDADANA 
La inseguridad ciudadana con cifras altas amenaza la calidad de la democracia y 
la propia gobernabilidad, para enfrentar este fenómeno se debe tener una visión de 
conjunto y de largo plazo donde las causas son un factor que se tienen que trabajar 
en forma paralela a sus efectos, estamos convencidos que sólo con una decidida 
participación de los ciudadanos lograremos resolver en parte el fenómeno de 
inseguridad que hoy vivimos, y digo en parte, por qué al ser un problema social es 
muy difícil su erradicación. 
La convivencia y la seguridad, es la condición de libertad en la cual los 
ciudadanos podemos ejercer nuestros derechos, libertades y deberes sin sentirnos 
víctimas de amenazas y así poder gozar de adecuadas condiciones  de  bienestar  
y  tranquilidad,  los Gobiernos deben  hacer todos los esfuerzos para mejorar y 
hacer sostenible las condiciones de seguridad ciudadana, son varios de los Países 
en Latinoamérica que vienen soportando altos niveles de violencia y delitos. Este 
tema en nuestra opinión, tiene que ser una política de Estado, debe haber una 
obligada concertación de todas las fuerzas políticas y llegar a un marco 
consensuado entre el Gobierno, los distintos actores públicos de la seguridad y la 
sociedad en su conjunto. 
No conocemos ningún país libre de delitos, lo que sí se puede lograr con un gran 
esfuerzo las estrategias adecuadas en reducir el número y la frecuencia de delitos, 
por ejemplo hoy en el país vemos como proliferan los asaltos en carreteras, el 
accionar del pandillaje y homicidios en manos de sicarios que trabajan para el 
narcotráfico, todo ello es una clara muestra que el delito está creciendo, la 
inseguridad ciudadana reclama una mirada interdisciplinaria, para entender sus 
causas. 
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Lo mismo debemos aplicar al fenómeno social de la delincuencia, si 
desconocemos sus causas, la enfrentaremos con poco éxito, y el mal seguirá 
creciendo peligrosamente, en la salud como en la seguridad siempre será más 
barato prevenir que curar. 
En un estudio realizado por la Escuela de Gary Becker, sobre la economía 
del crimen, nos señala la enorme importancia que tiene un eficaz sistema de 
prevención y sanción en la expansión del delito, indica que quienes ingresan al 
mundo delictivo hacen una elección racional basada en un examen de los costos y 
beneficios que reporta la actividad ilegal, si las personas que son  proclives 
encuentran que los riesgos son bajos frente a muy altas ganancias, estarán muy 
animados a cometer el delito. Los diseños y estrategias deben ser aplicados a cada 
realidad, sin embargo hay propuestas que si se pueden tomar en cuenta para 
adaptarlas como por ejemplo: 
 Promover una justicia cercana y eficiente a la comunidad. 
 Mejorar los sistemas e infraestructura carcelarios. 
 Depuración  de  los  malos  elementos  de  seguridad  pública  y justicia. 
 Profesionalización y capacitación de la policía 
 Control interno y externo del desempeño policial. 
 Información oportuna y rigurosa sobre las ocurrencias delictivas. 
 Priorizar, Prevención vs. Represión 
 Atención social prioritaria a la juventud. 
 Un trabajo planificado en la violencia intra familiar. 
 Combatir en forma enérgica la micro comercialización de drogas. 
 Erradicar los puntos de ventas de artículos robados. 
 Recuperación de los espacios públicos. 
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 Diseñar  programas  específicos  involucrando  a  cada  gobierno local. 
 Contar con un eficiente sistema de denuncias de delitos, este debe ser gratuito. 
 Aumentar la efectividad de los procesos judiciales. 
 Recuperar la confianza en las autoridades. 
 Sensibilizar a la población para promover acciones preventivas y convivencia 
pacífica. 
 Focalizar los delitos, implementando estrategias por localidad 
 Cada localidad deberá contar con su D.I.S. 
La delincuencia es multifactorial, de naturaleza pluricausal, debemos estar 
muy atentos a la exclusión social, desigualdad y falta de oportunidades que entre 
otros factores alimentan el espiral delictivo. 
2.2.8. LA LEY DE ARRESTO CIUDADANO 
Como ya expusimos ut supra, con la finalidad de incentivar la lucha contra la 
delincuencia y garantizar el orden interno y la seguridad ciudadana, el 9 de junio 
del año 2009 fue publicado en el diario oficial el Peruano la Ley Nº 29372 que 
modifica el artículo 259º su entrada en vigencia, así como la del artículo 260º del 
nuevo Código Procesal Penal aprobado por el Decreto Legislativo Nº 957, referidos 
a la detención policial y al arresto ciudadano en flagrante delito, respectivamente. 
El Congreso de la República aprobó que las normas del nuevo Código 
Procesal Penal que regulan la detención policial como el arresto ciudadano entren 
en vigencia en todo el país a partir del 1º de julio del año 2009, aprobación que fue 
promulgada por el presidente Constitucional de la Republica, adelantándonos así a 
lo que estaba programado para entrar recién en vigencia para el año 2013. 
Con la promulgación de esta ley se modificó el artículo 259º del Código 
Procesal Penal en el sentido de que la flagrancia sea considerada como de  
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aplicación inmediata y no hasta dentro de 24 horas como se encuentra regulado  
en normas especiales, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4º de la Ley Nº 
27934 –Ley que regula la intervención de la Policía y el  Ministerio  Público en  la  
investigación preliminar del delito, donde se considera como delito flagrante hasta 
las 24 horas de su comisión. 
La justificación para adelantar la aplicación de la norma sobre el arresto 
ciudadano, ya vigente desde el 1º de julio en todo el país –a decir de las autoridades 
involucradas en el tema- es debido a que se ha obtenido importantes logros en las 
regiones donde se viene aplicando la ley y hasta la fecha no se han efectuado 
denuncias por abusos ni maltratos a los arrestados. 
Así, el arresto ciudadano es una figura nueva dentro del sistema normativo 
de nuestro país, que nace con el nuevo Código Procesal Penal del año 2004, tipo 
de arresto que debe ser considerado una medida excepcional, ya que solo deberá 
ser utilizado en el momento del crimen, entendiéndose este término como el 
momento de la comisión de cualquier delito, es decir, en caso de delito flagrante. 
La formulación de esta norma debe ser saludada por todos los peruanos, 
pues, una iniciativa de esa naturaleza merece ser valorada toda vez que permitirá 
a los ciudadanos (sin necesidad de ser policías) intervenir en auxilio de alguna 
persona que es víctima de un delito flagrante en el momento y lugar donde no haya 
apoyo policial que acuda en su ayuda, como ocurre en cada calle o avenida de 
nuestras en donde muchas veces no existe presencia policial. 
Esta norma legal, como bien señaló la Ministra de Justicia, además de dar 
un mensaje ejemplarizador a los delincuentes, busca que exista solidaridad entre 
la ciudadanía en general; de ese modo, la racionalidad de la norma está concebida 
para que el ciudadano pueda colaborar con la paz social. No obstante lo anterior 
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expuesto, el arresto ciudadano está dado como una facultad y no como una 
obligación del ciudadano, lo cual significa que puede recurrir a ello solo si considera 
que está en condiciones de hacerlo. 
En realidad, el auxilio de un ciudadano hacia otro que era víctima de un delito 
ya se viene dando con mucha anterioridad a la promulgación de la norma por lo 
que esta únicamente contribuirá a revestir de legalidad tales actos, limitando el 
accionar de los aprehensores quienes de ningún modo, a partir de la vigencia de la 
norma, deberán agredir física ni psicológicamente al arrestado, como lo hacían en 
la mayoría de casos; toda  vez que el  arresto no podrá ser ejercido como un acto 
de venganza, debiendo ponerse al arrestado a disposición de la autoridad policial  
más cercana en el menor tiempo  posible, así como poner también a disposición  
de la autoridad los objetos materiales que tengan relación con el delito. 
Los ciudadanos debemos tomar conciencia de que con esta norma se nos brinda 
una vez más la oportunidad de coadyuvar con la paz social previniendo de algún 
modo el incremento de la delincuencia, ya que quienes actúan al margen de la ley 
tendrán la certeza de que sus actos no  quedarán impunes, pues en un  lugar  
desolado  no  faltará un transeúnte que auxilie a la víctima en el preciso instante en 
que es presa de un delincuente; así con esta norma el ciudadano común tiene el 
arma legal para salvar a la víctima del delito. 
El nuevo Código Procesal Penal del año 2004 (Decreto Legislativo Nº 957) 
de ningún modo pudo apartarse de la normativa constitucional al regular la figura 
del “arresto ciudadano”, tan es así que, en los diez artículos del título preliminar se 
establecen normas de contenido constitucional que deben regir durante todo el 
proceso penal, hasta su ejecución inclusive; por ello, la norma recientemente  
aprobada  que regula el arresto ciudadano no pide ser calificada de modo alguno 
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de inconstitucional como lo vienen sosteniendo algunos opositores de la ley, al 
punto de afirmar que podría ser rebatida en el Tribunal Constitucional; tal hecho no 
podrá ocurrir toda vez que dicha regulación legal no se aparta de la Norma 
Constitucional. 
En efecto, en el artículo 2º numeral 24º literal “b”, de la Constitución se 
establece: “Artículo 2.- Toda persona tiene derecho (…) 24: A la libertad y a la 
seguridad personales. En consecuencia: b. No se permite forma alguna de 
restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley (…)”. 
Observamos, pues, que la propia norma constitucional autoriza   la restricción 
de la libertad personal en los casos establecidos por la ley; en este caso la ley en 
virtud de la cual se está disponiendo la restricción de la libertad personal es el 
Decreto Legislativo Nº 957 referido al nuevo Código Procesal Penal del año 2004, 
el cual entro en vigencia a nivel nacional a mérito de la Ley Nº 29372, publicada el 
9 de junio último, por lo tanto, la regulación legal a la restricción de la libertad 
personal no se contrapone a la Constitución y como tal ya se encuentra incorporada 
en el nuevo Código Procesal Penal desde el año 2004, cuya incorporación legal 
respondió a lo establecido justamente en nuestra Constitución. 
El artículo 259º del nuevo Código Procesal Penal recientemente modificado, 
que regula la detención policial, señala textualmente: 
 La Policía Nacional del Perú detiene, sin mandato judicial, a quien sorprenda en 
flagrante delito. 
 Existe flagrancia cuando la realización de un hecho punible es actual y  en  esa  
circunstancia  el  autor  es  descubierto  o  cuando  es perseguido y capturado 
inmediatamente después de haber realizado el acto punible o cuando es 
sorprendido con objetos  o huellas que revelen que acaba de ejecutarlo. 
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 Si se  tratare de una falta o de un delito sancionado con una pena no mayor   de 
dos años de privación de libertad, luego de los interrogatorios de identificación 
y demás actos de investigación urgentes,  puede  ordenarse  una  medida  
menos  restrictiva  o  su libertad. 
 Como vemos, la norma recientemente modificada señala en el numeral 1º 
cuando procede una detención policial la cual no se requiera autorización 
judicial, pues sabemos que para detener a una persona normalmente se 
requiere contar con mandato judicial que lo autorice; sin embargo, la policía 
constitucionalmente está autorizada para detener a una persona en casos de 
flagrancia o delito flagrante, entendido este como el hecho delictivo de comisión 
inmediata (en el acto), así el policía puede detener a una persona en el acto 
mismo que está cometiendo un delito, sin que medie para ello autorización 
judicial. 
En el segundo numeral se introduce el concepto de flagrancia, entendida 
como la realización de un hecho punible actual y en esa circunstancia el autor es 
descubierto o cuando es perseguido y capturado inmediatamente después de  
haber  realizado  el  acto punible o cuando es sorprendido con objetos y huellas 
que revelen que acaba de ejecutarlo; modificándose de este modo lo que era 
entendido como flagrancia hasta antes del 9 de junio de 2009, esto es hasta dentro 
de las 24 horas de producido el hecho punible, tal como lo analizaremos en el 
siguiente punto. 
En el numeral 3º del artículo en comentario se da la posibilidad a la autoridad 
de disponer una medida menos restrictiva o la libertad de la persona detenida 
cuando el hecho que se le imputa se tratare de una falta o de un delito sancionado 
con una pena no mayor de dos años de privación de libertad, para lo cual   
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previamente deberá interrogársele respecto de su identificación y demás actos de 
investigación urgentes. 
Para entender el tema debemos tener en claro en que consiste el delito 
“flagrante”. En el Código Procesal Penal del 2004 hasta antes de esta modificatoria, 
se consideraba delito flagrante cuando el sujeto agente es descubierto en la 
realización del hecho punible, o acaba de cometerlo, o cuando: 
 Ha huido y ha sido identificado inmediatamente después de la perpetración del 
hecho punible, sea por el agraviado, o por otra persona que haya presenciado 
el hecho, o por medio audiovisual o análogo que haya registrado imágenes de 
este y, es encontrado dentro de las 24 horas de producido el hecho punible. 
 Es encontrado dentro de las 24 horas, después de la perpetración del delito con 
efectos o instrumentos procedentes de aquel o que hubiere sido empleados para 
cometerlo o con señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su probable 
autoría o participación en el hecho delictuoso. 
En la Ley Nº 27934 que regula la intervención de la Policía y el Ministerio 
Publico en la Investigación Preliminar del Delito, en el artículo 4º (modificado por el 
artículo 1º del Decreto Legislativo 989 del 22-07-2007) se establece: “A los efectos 
de la presente ley, se considera que existe flagrancia cuando el sujeto agente es 
descubierto en la realización del hecho punible o acaba de cometerlo, o cuando: 
 Ha huido y ha sido identificado inmediatamente después de la perpetración del 
hecho punible, sea por el agraviado, o por otra persona que haya presenciado 
el hecho, o por medio audiovisual o análogo que haya registrado imágenes de 
este y, es encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas de producido el hecho 
punible. 
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 Es encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas, después de la perpetración 
del hecho punible con efectos o instrumentos procedentes de aquel, o que   
hubieran sido empleados para cometerlo, o con señales en sí mismo o en su 
vestido que indiquen su probable autoría o participación en ese hecho 
delictuoso”. 
Como advertimos aquí, el concepto de flagrancia abarca hasta dentro las 24 
horas de la comisión del hecho punible concepto que con la reciente modificatoria 
quedo desterrado. El Código Procesal Penal argentino, define la flagrancia el en 
artículo 285º estableciendo: “Se considera que hay flagrancia cuando el autor del 
hecho es sorprendido en el momento de cometerlo o inmediatamente después; o 
mientras es perseguido por la fuerza pública, por el ofendido o el clamor público; o 
mientras tiene objetos o presenta rastros que hagan presumir vehementemente que 
acaba de participar en un delito”. 
En el numeral 2º del artículo 259º del nuevo Código Procesal Penal 
modificado por la Ley Nº 29372, se establece que existe flagrancia cuando la 
realización de un hecho punible es actual y en esa circunstancia el autor es 
descubierto o cuando es perseguido y capturado inmediatamente  después  de  
haber  realizado  el  acto punible o cuando es sorprendido con objetos o huellas 
que revelen que acaba de ejecutarlo. 
Esta última resulta ser la acepción más cercana de lo que significa la 
flagrancia; pues conforme a la Real Academia de la Lengua Española, flagrancia 
es concebida en su tercera acepción: “de tal evidencia que no necesita pruebas”, o 
bien la locución adverbial “en flagrante delito” que nos remite a la idea del momento 
mismo en que el delito se comete sin que el autor haya podido huir. 
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Entendido así el concepto de flagrancia, el ciudadano podrá aprehender a 
otro ciudadano en circunstancias que se encuentre cometiendo un hecho delictivo 
o bajo algunos de los supuestos previstos en la norma calificada como flagrancia 
delictiva; empleamos el término “aprehender”, por cuanto “arrestar” resulta más 
apropiado al ámbito policial y militar, en cambio, debemos un ciudadano podrá 
“aprehender” (coger, prender) a una persona en flagrante delito para ponerlo a 
disposición de la autoridad policial, quien procederá a arrestarlo y ponerlo a 
disposición de la Comisaría del sector donde quedará detenido, hasta que sea 
puesto a disposición de la Fiscalía competente si fuere el caso. 
Decimos “si fuere el caso”, toda vez que en el numeral 3º del artículo 259º del Nuevo 
Código Procesal Penal que regula la detención policial, se establece que si se 
tratare de una falta o un delito sancionado con una pena no mayor de dos años de 
privación de libertad, luego de los interrogatorios de identificación y demás actos 
de investigación urgentes, podrá ordenarse una medida menos restrictiva o 
disponerse la libertad del arrestado (apre Para algunos especialistas en temas de 
seguridad22 la entrada en vigencia de la norma no resulta adecuada, pues 
consideran que  se  contrapone  con  la Norma  Constitucional, por  lo que  cabe  la 
posibilidad de ser cuestionada ante el Tribunal Constitucional. 
Al respecto, hemos señalado en el punto referido al marco constitucional del 
arresto ciudadano, que la norma en referencia de modo alguno se contrapone con 
la Constitución, toda vez que la propia norma constitucional en el artículo 2º numeral 
24º, literal “b”, permite restringir la libertad personal en los casos previstos por la 
ley. Así, se establece: “Artículo 2º de la Constitución: toda persona tiene derecho 
                                                 
22 http://www.elcomercio.com.pe/noticia/287308/especialistas-seguridad-advierten-riesg. 
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(…) 24.- la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: b. No se permite 
forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por 
la ley. (…)”. En este caso la ley en virtud de la cual se está disponiendo la restricción  
de la libertad  personal es el Decreto Legislativo Nº 957 referido al nuevo Código 
Procesal Penal del año 2004; por tanto, la idea que se trata de una norma que se 
contrapone con la Constitución no resulta acertada. 
Asimismo, otros entendidos en temas de seguridad consideran que previa a 
la entrada en vigencia de esta norma no se han implementado los  soportes de 
educación técnicos y de procedimiento para su ampliación efectiva, considerando 
que la libertad de locomoción estará en riesgo, ya que estaremos en manos –dicen- 
de muchos incompetentes o desequilibrados mentales como son algunos miembros 
del serenazgo, ya que se han dado casos trágicos de serenos que han ahorcado a 
sus víctimas o los han torturado hasta matarlos como fue el caso del torero 
español23. 
Bajo dicho contexto, señalan los especialistas que se trata de una propuesta 
peligrosa para la libertad de las personas por cuanto no se toma en cuenta ciertos 
aspectos como el hecho de que el serenazgo no está preparado para ejercer esta 
facultad, ya que para arrestar a un ciudadano demanda  seguir  una serie de 
procedimientos, haciéndose más delicado cuando se utiliza o emplea armas, pues, 
existen muchos ciudadanos que cuentan con armas y licencias para portarlas y si 
estos fueran testigos presénciales de un asalto en donde los delincuentes utilizan 
armas, lo lógico es que saque su arma y se produzca un enfrentamiento trayendo 
                                                 
23 http://elpacificador2008.blogspot.com/2009/05/el-arresto-ciudadano-realidad-amenaza.html 
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como consecuencia muertos y heridos, cuando la propia policía tiene reparos para 
utilizar su arma ya que se exige racionalidad y proporcionalidad para su uso. 
Al respecto, debemos precisar que tanto los miembros de serenazgo como 
cualquier otro ciudadano que aprehenda a un sujeto al momento de la comisión de 
un hecho ilícito deberá sujetarse a lo establecido en el segundo numeral del artículo 
260º del nuevo Código Procesal Penal; esta norma legal no está dada 
exclusivamente para los miembros del serenazgo, sino para todos los ciudadanos, 
por lo tanto aquellos no pueden arrogarse atribuciones más allá de lo que señala la 
ley. 
Asimismo, respondiendo a la otra crítica decimos que en efecto el policía 
tiene mucho cuidado en hacer uso de su arma ante un hecho delictivo, ya que 
muchas veces el ladrón termina siendo víctima de agresión por parte de la policía, 
lo cual se ve a diario en los expedientes judiciales; pero, debe quedar claro, que 
con esta ley no se le está facultando al ciudadano a usar arma alguna, sino 
únicamente aprehender a un sujeto que está cometiendo un hecho delictivo y 
ponerlo de inmediato a disposición de la autoridad policial más cercana, sin 
agredirlo física ni psicológicamente, tampoco se le deberá tener encerrado en un 
lugar público o privado, pues efectuar actos contrarios a lo que establece la ley, 
constituye delito. 
Debe quedar claro además que contrario a lo afirmado por algunos 
opositores a la norma, ello no constituye el resultado de la inoperancia ni la 
incompetencia de la policía, nadie ha dicho algo así, ni se trata de eso, pues la ley 
bajo análisis únicamente está orientada a colaborar con la actividad policial que no 
siempre está en todos y cada uno de los lugares donde se comete un delito 
flagrante (en el acto mismo de su comisión), lo cual no constituye inoperancia, ni 
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incompetencia, sino falta de personal policial como en cualquier entidad estatal y la 
norma  constituye  una forma de intentar cubrir ese vació que trae la falta de 
personal policial en determinadas zonas del país. 
Debe también quedar claro, que la norma no permite arrestar a nadie en 
actitud sospechosa, eso puede hacerlo únicamente la autoridad policial y 
basándose en fundamentos sólidos que sustenten su intervención ya que toda 
indebida detención constituye un acto abusivo; la norma que comentamos exige la 
exigencia de un delito flagrante, o sea que se esté cometiendo  un  delito  y en ese  
instante intervenga un ciudadano en auxilio de la víctima arrestando 
(aprehendiendo) al agresor o victimario, sujeto a quien deberá poner de inmediato 
a disposición de la autoridad policial más cercana, acto que de modo alguno 
constituye usurpación de la autoridad policial, ya que la propia ley permite a un 
ciudadano común y corriente actuar en auxilio de su prójimo arrestando 
aprehendiendo al agresor, lo cual va a contribuir a disminuir la delincuencia callejera 
y de este modo prevenir la comisión de hechos delictivos, ya que el delincuente no 
podrá actuar con libertad como lo hace ahora y cometer sus fechorías valiéndose 
de la ausencia policial en el lugar donde decide cometer el delito. 
Saber cómo debe proceder el ciudadano con el sujeto que es arrestado o 
aprehendido en el momento de cometer el delito, debe  enseñarse a  la ciudadanía, 
por cualquier medio de comunicación, dicha fusión pública del tema contribuirá a 
que no se cometan arbitrariedades ni injusticias al aplicar la norma y servirá además 
para prevenir a que los ciudadanos que aprehendan al agresor no incurran en actos 
que acarreen algún tipo de responsabilidad en su contra por los excesos que 
puedan cometer a causa del desconocimiento de la norma. 
 
60 
 
 
2.2.9. LA SEGURIDAD CIUDADANA Y EL ROL DEL ESTADO 
El compromiso del Estado Peruano por la seguridad ciudadana ha sido ratificado 
en la “Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las 
instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades 
fundamentales universalmente reconocidos”, adoptada el 09 de diciembre de 1998 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas24. 
Adicionalmente, cabe tener en cuenta la “Declaración  de Seguridad 
Ciudadana  en Sudamérica”, suscrita por el Perú en el marco de la Primera Reunión 
de Jefes de Estado de la Comunidad Sudamericana de Naciones, realizada el 29 y 
30 de septiembre del 2005 en Brasilia25. 
A nivel constitucional, el concepto de “seguridad ciudadana” fue recogido 
recién a partir de la Constitución de 1993. Primero, fue contemplada en el artículo 
195º26 y posteriormente, mediante la Ley de Reforma Constitucional Nº 26780 
publicad el 07 de marzo de 2002, se trasladó dicha figura al artículo 197º que señala 
lo siguiente: “La municipalidades promueven, apoyan y reglamentan la participación 
vecinal en el desarrollo local. Asimismo brindan servicios de seguridad ciudadana, 
con la cooperación de la Policía Nacional del Perú, conforme a ley”. 
                                                 
24 Cfr. El artículo 2º de dicha Declaración señala lo siguiente: 1). Los Estados tienen la responsabilidad 
primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para crear las condiciones sociales, 
económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías jurídicas requeridas par que toda persona 
sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, pueda disfrutar en la práctica de todos esos derechos 
y libertades. 2) Los Estados adoptarán las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean 
necesarias para asegurar que los derechos y libertades a que se hace referencia en la presente Declaración 
estén efectivamente garantizados. 
25 En ella, específicamente en el punto 4, se reconoce la disposición de los gobiernos a emprender esfuerzos 
para introducir reformas legales e  institucionales, en caso de ser necesario. “para fortalecer los órganos 
involucrados en el sistema  de Seguridad Ciudadana, fomentar la coordinación interinstitucional y a la 
formación y capacitación de recursos humanos, con vistas a optimizar las acciones nacionales y regionales 
en materia de Seguridad Ciudadana”. 
26 Antes de la Ley de Reforma Constitucional Nº 26780, el artículo 195º del Capítulo XIV del Título IV de la 
Constitución de 1993, sobre descentralización, señalaba lo siguiente: “La ley regula la cooperación de la 
Política Nacional con las municipalidades en materia de seguridad ciudadana.” 
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De esa manera, la regulación de la seguridad ciudadana en nuestro 
ordenamiento jurídico nace del compromiso asumido por el Estado Peruano en los 
tratados y otros instrumentos internacionales, tales como la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
en tanto con ella se busca conseguir el respecto y la vigencia de los derechos 
humanos. 
Así  tenemos  que  el  artículo  1º  de  la  Convención  Americana  sobre 
Derechos Humanos señala que: “Los Estados partes en esta Convención se 
comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, 
sin discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier otra condición social”. Por su parte, el artículo 2º, numerales 
1) y 2) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ha establecido lo 
siguiente: Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 
respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y 
estén sujetos a su jurisdicción  los derechos reconocidos en el presente  Pacto,  sin  
distinción  alguna  de  raza,  color,  sexo,  idioma, religión,  opinión  política  o  de  
otra  índole,  origen  nacional  o  social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 
Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus  
procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las 
medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente 
Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro 
carácter. 
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De esta forma, se establece claramente la responsabilidad de los gobiernos 
locales en proveer mecanismos que garanticen los derechos de las personas. A 
nivel legal, el concepto de seguridad ciudadana ha sido recogido también en la Ley 
Nº 27238 – Ley Orgánica de la Policía Nacional (publicada el 22 de diciembre de 
1999), en la Ley Nº 27933 – Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana 
(publicada el 12 de febrero de 2003 y en la Ley Nº 27972 – Ley Orgánica de 
Municipalidades (publicada el 27 de mayo de 2003). 
Actualmente, contamos con un marco jurídico que regula y promueve la 
acción coordinada en materia de seguridad ciudadana. La regulación y desarrollo 
de dicha materia se encuentra contemplado, específicamente, en la Ley   del 
Sistema Nacional De Seguridad Ciudadana o Ley Nº 27933 publicada el 12 de 
febrero de 2003, y modificada por la Ley Nº 28863, del 05 de agosto de 2006.27 
Asimismo, la Ley y su respectivo Reglamento prevén la conformación de las 
siguientes instancias integrantes del Sistema: el Consejo Nacional de Seguridad 
Ciudadana, los Comités Regionales de Seguridad Ciudadana, los Comités 
Provinciales de Seguridad Ciudadana. 
El Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana se organiza según los diversos 
niveles de gobierno: nacional, regional y local (en los ámbitos provinciales y distrital) 
lo que expresa su carácter descentralista. Adicionalmente, su organización muestra 
una dinámica interinstitucional donde la presidencia recae en la autoridad 
proveniente de elección popular (el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio del 
Interior, en el caso del Consejo Nacional; el Presidente Regional, en el caso de los 
                                                 
27 Un antecedente de esta Ley, con algunas diferencias, puede encontrarse en el Proyecto de Ley Nº 3551 (Ley 
Marco de la Seguridad Ciudadana) presentado el 7 de abril de 1998, correspondiente al período legislativo 
1995-2000 del Congreso de la República. Disponible en: 
http://www2.congreso.gob.pe(Sicr/TraDocEstProc/CLProLey1995.nsf 
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Comités Regionales; y los Alcaldes, en el caso de los comités provinciales y 
distritales). A ésta se agrega la presencia de los responsables de los diversos 
sectores del Estado. 
Esto implica no sólo a la institución encargada de la lucha contra el delito, sino a 
las demás instituciones relacionadas con la Administración de Justicia Penal (Poder 
Judicial, Ministerio Público, Instituto Nacional Penitenciario).  Asimismo,  se  
convoca  a  las  demás  instituciones  del Estado para coordinar acciones integrales 
que aborden una perspectiva preventiva  o  de  protección  de  derechos  (sectores  
Salud,  Educación, Mujer y Desarrollo Social, Defensoría del Pueblo) y a la 
representación de la ciudadanía (juntas vecinales, rondas campesinas y gremios 
que agrupan a las empresas de seguridad privada). 
2.2.10. El CONSEJO NACIONAL DE SEGURIDAD CIUDADANA- LEY DE LA 
CONASEC 
De acuerdo al artículo 5º de la Ley, el CONASEC es el máximo organismo del 
Sistema encargado de la formulación, conducción y evaluación de las políticas de 
seguridad ciudadana: contando con autonomía funcional y técnica. 
Miembros del Conasec 
El CONASEC es presidido por el Ministerio del Interior y lo componen en Ministro 
de Justicia, el Ministro de Educación, el Ministro de Salud, el Ministro  de  Economía 
y  Finanzas, un representante de la Corte Suprema de Justicia, el Fiscal de la 
Nación, el Defensor del Pueblo, dos Presidentes Regionales, el Alcalde 
Metropolitano de Lima, los Alcaldes de dos provincias capitales de departamento 
con mayor número de electores, el Director General de la Policía Nacional del Perú, 
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el Jefe del Sistema Penitenciario Nacional o su representante y dos representantes 
de los gremios que agrupan a las empresas de seguridad privada28.  
Los miembros del Consejo pueden nombrar a un representante. La primera 
designación de los miembros del CONASEP, se produjo mediante Resolución  
Suprema  N°  0120-2003-IN-0102,  publicada en el  Diario Oficial “El Peruano” el 22 
de marzo de 2003. 
Funciones y atribuciones del Conasec 
Las funciones y atribuciones del CONASEC se encuentran establecidas en los 
artículos 9° y 10° de la Ley, respectivamente; siendo las más relevantes las 
siguientes: 
 Establecer las políticas y el plan nacional de seguridad ciudadana. 
 Aprobar planes, programas y proyectos de seguridad ciudadana. 
 Evaluar la ejecución de la política de seguridad ciudadana. 
 Elaborar anualmente un Informe Nacional de Seguridad Ciudadana. 
 Dictar directivas sobre seguridad ciudadana. 
 Impulsar proyectos nacionales, regionales, provinciales y distritales en materia 
de seguridad ciudadana. 
 Absolver consultas que se formulen en el ámbito nacional. 
 Celebrar convenios con organismos nacionales e internacionales, organismo no 
gubernamentales, empresas privadas, ministerios y otros organismos de 
seguridad ciudadana. 
                                                 
28 Artículo 7° de la Ley N° 27933, modificado por la Ley N° 28863 
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Como muestra de las funciones anteriormente descritas, se conformaron 
subcomisiones intersectoriales de trabajo29: una, para evaluar el Plan Nacional de 
Seguridad Ciudadana vigente, así como para proponer el subsiguiente; y otra, para 
diseñar módulos de capacitación en seguridad ciudadana. 
Secretaría técnica del Conasec 
De acuerdo al artículo 11° de la Ley N° 27933, el CONASEC cuenta con una 
Secretaría Técnica como “órgano técnico ejecutivo y de coordinación, encargada 
de proponer al Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana la política, los planes, 
programas y proyectos de seguridad ciudadana para su aprobación”; asimismo, 
“realiza el seguimiento y evolución de la ejecución de las acciones aprobadas a 
nivel nacional”, entre otras tareas definidas en la Ley y su Reglamento.  
Según la misma ley, la Secretaría Técnica debe contar con un equipo de 
“profesionales, técnicos y especialistas en materia de seguridad ciudadana” y se 
incorpora a la estructura orgánica del Ministerio del Interior. 
Asimismo, de acuerdo al Reglamento de Organización y Funciones del 
Ministerio del Interior30, la Secretaría Técnica del CONASEC es un “Órgano 
Especializado” dependiente de la Alta Dirección. Sin embargo, a pesar que el 
artículo 11º de la Ley establece que la Secretaria Técnica del pesar que el artículo 
11º de la Ley establece que la secretaria Técnica del CONASEC “se constituirá en 
una Unidad Ejecutora31 del Pliego del Ministerio del Interior”, según información de 
                                                 
29 Cfr. Resolución Ministerial N° 2210-2004-IN publicada en el Diario Oficial El peruano el 24 de octubre de 
2004, que oficializa la conformación de Subcomisiones Intersectoriales de Trabajo en material de Seguridad 
Ciudadana. 
30 Cfr. Aprobado por Decreto Supremo N° 04-2005-IN. Publicado en el Diario Oficial “El Peruano” el 26 de Julio 
de 2005 
31 Las  unidades ejecutoras constituyen el  nivel  descentralizado u  operativo en  las  entidades públicas. 
Cuenta con un nivel de desconcentración administrativa que les permite determinar y recaudar ingreso, 
contar compromisos, devengar gasto y ordenar pagos con arreglo a la legislación aplicable, registrar 
información generada por las acciones y operaciones realizadas; informar sobre el avance y/o cumplimiento 
de metas; entre otras funciones (tomado de: MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS – Secretaría 
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la misma secretaría esto no es así, dependiendo presupuestalmente del despacho 
del Ministerio del Interior.  
En esta línea, según el Decreto Supremo N° 003-2003-IN publicado en el “El 
Peruano” el 3 de julio de 2003, se incorpora a la Secretaría Técnica del CONASEC  
a la estructura orgánica del Ministerio del Interior, y se la faculta a expedir las 
disposiciones necesarias para implementar el referido artículo 11° de la Ley. 
Cabe,  sin  embargo,  tener  en  cuenta  lo  establecido  en  el artículo 58° de 
la Ley N° 28411 – Ley General del Sistema Nacional del Presupuesto, del 7 de 
diciembre de 2004.  
Según esta norma, el titular de cada pliego presupuestal (en este caso, el 
Ministerio del Interior) propone a la Dirección Nacional de Presupuesto Público, las 
unidades ejecutoras que sean necesarias, siempre que su presupuesto sea mayor 
a cuatro millones de nuevos soles.32 
Por otro lado, cabe mencionar que el Secretario Técnico es designado por el 
CONASEC, a propuesta del Ministerio del Interior33. Dicha Secretaría ha sido 
asumida sucesivamente por los Generales PNO® José Honorato Figueroa Rubio34, 
Enrique Adolfo Yépez Dávalos35  y Jorge Ayulo Loli36.  
Actualmente, desempeña el cargo de Secretario Técnico del CONASEC 
General PNP ® Rolando QUEZADA BRINGAS37. Según información proporcionada 
                                                 
Técnica del Comité de coordinación de la administración Financiera Gubernamental”, Página 35. En:  
http://www.mef.gob.pe/  ESPEC/glosario_  terminología basica_ adm_financiera.pdf) 
32 Para el año fiscal 2007 se estableció que el mínimo de presupuesto necesario para la creación de nuevas 
entidades unidades ejecutoras sea de diez millones de nuevos soles (cuarta disposición final de la Ley N° 
28927, Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2007). 
33 Cfr., Artículo 12° de la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana. 
34 Cfr., Resolución Ministerial N° 0632-2003-IN publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 24 de abril de 2003. 
35 Cfr., Resolución Ministerial N° 1327-2003-IN publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 2 de agosto de 
2003. 
36 Cfr., Resolución Ministerial N° 0890-2004-IN publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 15 de mayo de 
2004. 
37 37 Cfr., Resolución Ministerial N° 0634-2005-IN publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 29 de Marzo de 
2005. 
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por la Secretaría Técnica, actualmente laboran en dicha instancia 33 personas, 
organizadas en diversas áreas. 
2.2.11. LOS COMITÉS DE SEGURIDAD CIUDADANA 
El artículo 13° de la Ley otorga a los Comités Regionales, Provinciales y Distritales 
de Seguridad Ciudadana, el encargo de formular y ejecutar los planes, programas 
y proyectos en dicha materia, así como la ejecución, supervisión y evaluación de la 
misma en el ámbito de su jurisdicción. 
Por su parte, el artículo 15° del Reglamento define específicamente a los  
Comités Regionales como “órganos técnicos normativos que formulan las políticas 
sobre seguridad ciudadana en el ámbito de su competencia territorial”, mientras que 
el artículo 18° y 23° del mismo, define a los Comité Provnicales y Disértales como 
“órganos ejecutivos”, respectivamente. A su vez, los Comités Distritales han sido 
reconocidos como las “células básicas del sistema”.38 
Los Comités Regionales y Provinciales de Seguridad Ciudadana tienen como 
miembros en común a las siguientes entidades39: 
 La autoridad política de mayor nivel de su jurisdicción. 
 El Jefe Policial de mayor graduación de su jurisdicción o el Comisario Distrital. 
 La autoridad educativa de más alto nivel de su jurisdicción. 
 La autoridad de salud o su representante dentro de su jurisdicción. 
 Un representante del Poder Judicial, designado por el Presidente de la Corte 
Superior de la jurisdicción. 
 Un representante del Ministerio Público designado por el Fiscal Superior Decano 
de la jurisdicción. 
                                                 
38 Cfr., Artículo 23° del Reglamento del a Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana 
39 Cfr., Artículos 16° y 19° del Reglamento 
68 
 
 
 El Defensor del Pueblo o el que hiciere sus veces. 
 Tres Alcaldes (provinciales o distritales según corresponda) con mayor número 
de electores. 
Además, los Comités Provinciales tienen entre sus miembros a un 
representante de las Juntas Vecinales así como un representante de las  Rondas  
Campesinas, en los lugares donde exista, los mismos que serán elegidos 
públicamente por el Comité de acuerdo a los criterios que establezca40. Por su 
parte, los Comités Distritales estarán conformados por menos miembros, a saber41: 
 La autoridad política de mayor nivel del distrito. 
 El jefe Comisario Distrital de la Policía Nacional. 
 Un representante del Poder Judicial. 
 Dos alcaldes de centro poblados menores. 
Además, al igual que los Comités Provinciales tendrán  entre sus miembros 
a un representante de las Juntas Vecinales así como un representante de las 
Rondas Campesinas, en los lugares donde exista, los mismos que serán elegidos 
públicamente por el Comité de acuerdo a los criterios que establezca. 
Entre las funciones comunes42 más importantes de los Comités de Seguridad 
Ciudadana (Regionales, Provinciales y Distritales) se destacan las siguientes: 
Formular la política de seguridad ciudadana en su respectiva jurisdicción. 
Dictar directivas sobre la materia. 
Coordinar con los Comités colindantes respectivos acciones conjuntas de 
seguridad ciudadana. 
                                                 
40 Cfr., Artículo 19° del Reglamento 
41 41 Cfr., Artículos 16° y 19° del Reglamento 
42 Cfr., Artículos 17°, incisos a), b), f) y h); 20°, incisos a), c), e) y f) y 26º incisos a), c), 1) y h) del Reglamento 
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Celebrar convenios institucionales con conocimiento del CONASEC. 
Descartar como función principal y exclusiva del Comité Regional de Seguridad 
Ciudadana, estudiar y analizar la problemática de seguridad ciudadana de su 
jurisdicción y dictar directivas regionales sobre la materia, en coordinación de 
comités provinciales y distritales de seguridad ciudadana43, lo cual concuerda con 
su denominación de órgano técnico normativo que formula las políticas sobre 
seguridad ciudadana, otorgada por el artículo 15° del Reglamento de la Ley del 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana. 
De otro lado, los Comités Regionales y Provinciales de Seguridad Ciudadana 
tienen como importantes funciones comunes las siguientes44: 
Evaluar, dentro de su competencia territorial, las políticas públicas que se 
implementen y consideren en los planes, programas y proyectos a nivel de los 
Comités Provinciales o Distritales, según corresponda. 
Convocar a reuniones anuales a los comités provinciales y distritales según  
corresponda, para coordinar los planes y programas de seguridad ciudadana. 
Por su parte, los Comités Provinciales y Distritales de Seguridad 
Ciudadana comparten las siguientes atribuciones45: 
Formular el diagnóstico de la problemática de seguridad ciudadana y 
elaborar el mapa de la incidencia delictiva de la jurisdicción. 
Formular, ejecutar y evaluar los planes, programas delincuencia común de 
su jurisdicción. 
Promover la organización y capacitación de las juntas vecinales de seguridad 
ciudadana que desarrollan la Oficina de Participación Vecinal del Municipio y/o las 
                                                 
43 Cfr., Artículos 17°, inciso b) del Reglamento 
44 Cfr., Artículos 17°, incisos i) y k) y 20°, incisos f) y h) 
45 Cfr., Artículos 20°, incisos b), c), d) y m), : 22°; 26°, incisos b), c), d) y i) ; 28° del Reglamento 
70 
 
 
Oficinas de Participación Ciudadana de las Comisarías de su ámbito de 
competencia territorial, procurando que dichas actividades sean integrantes. 
Fomentar el debate público sobre seguridad ciudadana. 
Promover consultas ciudadanas sobre temas relacionados a la seguridad  
ciudadana en su jurisdicción, para que los vecinos se informen sobre el tema,   
propongan, debatan e intercambien opiniones y sugerencias al respecto; para este 
fin se pueden invitar a distintas organizaciones sociales, entidades comerciales y 
empresariales e instituciones privadas. 
Finalmente, la Cuarta Disposición Transitoria del Reglamento de la Ley  N°  
27933 establece que cualquiera de los tres niveles de Comités puede implementar 
Secretarías Técnicas para el eficaz cumplimiento de sus funciones y de acuerdo a 
lo señalado por el CONASEP. 
Un elemento esencial dentro de las instancias del Sistema Nacional de 
Seguridad Ciudadana es la Secretaría Técnica, la existencia de un funcionario que 
asesore técnicamente al Comité, desempeñe labores ejecutivas por encargo del 
mismo y coordine sus sesiones, entre otras funciones, sólo estuvo prevista 
normativamente para la instancia nacional del Sistema, el Consejo Nacional de 
Seguridad Ciudadana. 
Sin embargo, posteriormente, el CONASEC, a través de la Directiva N° 01-
2005-IN/0101.01, estableció el deber de los presidentes de los Comités Regionales, 
Provinciales y Distritales de seguridad ciudadana de implementar secretarías 
técnicas en sus respectivos ámbitos, con el fin de facilitar la ejecución de las 
decisiones a que lleguen estas instancias. En este sentido, los Secretarios Técnicos 
se han constituido en piezas fundamentales para el buen desempeño de los 
Comités. En todos los casos, la implementación de estos organismos no es lo más 
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óptimo como se requiere, en otros, es simplemente formal, y los más no lo han 
constituido. 
2.2.12. VIOLENCIA Y DELINCUENCIA COMÚN 
Las definiciones acerca de la violencia46, no obstante sus diferencias y cabos 
sueltos, aclaran que ella se manifiesta recurrentemente en los más diversos 
ámbitos de las relaciones humanas. 
La delincuencia, por el contrario, es algo mucho más acotada y específica. 
Ella se refiere a la comisión de actos tenidos como delitos, es decir, proscritos por 
la ley y, en consecuencia, jurídica y judicialmente punibles. La definición de la 
delincuencia es algo absoluta y exclusivamente legal y tanto el tipo de actos 
considerados como delitos, como su gravedad y sus penas, dependen del Estado 
del Derecho en una sociedad dada. Cabe pues afirmar que, desde la constitución 
del Estado moderno, la delincuencia es una definición eminentemente política 
puesto que son los poderes del Estado los que deciden y administran la ley y 
castigan a quienes la transgreden. 
Lo anterior determina que violencia y delincuencia no sean sinónimos. 
Mientras  la  primera  corresponde a un universal  de lo humano, la segunda  entraña 
las particularidades del Derecho en un tiempo y espacio dados. Mientras los 
motivos de la violencia se urden en las profundidades de la complejidad humana, 
la definición del delito, y por consiguiente de la delincuencia, está mediatizada por 
la peculiar percepción de quienes controlan el Estado. Tanto es así, que el Derecho 
                                                 
46 “La violencia es un término ambiguo cuyo significado es establecido a través de procesos políticos. Los tipos 
de hechos que se clasifican varían de acuerdo a quien suministra la definición y a quien tiene mayores 
recursos para difundir y hacer que se aplique su decisión”. Cfr., Citado por Rosa de Olmo, “La conexión 
criminalidad violenta/ drogas ilícitas”, en la grieta de las drogas, Martín Hopenhayn compilador. CEPAL, 
Naciones Unidas, Santiago, 1997, p. 83. 
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no sólo no subsume todas las manifestaciones de la violencia, sino que también es 
capaz de castigar como delito aquello que no es vivido como violencia.47 
La  delincuencia48   se  considera  como  la  comisión  de  un  delito  o de   un   
conjunto de delitos. Como delito se entiende “toda acción u omisión voluntaria  
penada por la ley. Las acciones u omisiones penadas por la Ley se reputan  siempre  
voluntarias, a no ser  que conste lo contrario” (Código Penal, Art. 1). El Código 
Penal distingue el delito del crimen en función de la pena asignada a quien lo 
comete. De esta forma, los ilícitos cuyas penas son superiores a cinco años y un 
día se denominan crímenes; mientras que para aquellos cuya pena es inferior, se  
denomina simple delito. En un concepto más amplio es posible definir la expresión  
delito, como “toda acción típica, antijurídica y culpable”49. 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
47 BARROS LEZAETA, Luis. Los Sentidos de la Violencia   en Casos de Robo con Violencia o Intimidación. 
Santiago – Chile, Ministerio del Interior y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica de 
Chile. 2003, p. 11. 
48 Desde un punto  de vista legalista, un hecho  delictual no  es tal hasta el  momento  en  que un juez así lo 
determina. Se señala que esto abre un abanico de posibilidades en la medida que la trasgresión  de  las  
normas  sociales  no  siempre  implica  un  acto  delictual  (Al vira  y  Rubio, 1982). Considerando lo anterior 
se abre la pregunta: ¿Cuáles son las   acciones o conductas que son consideradas delitos en el marco de 
la ENUSC? Primero, aquellos  hechos que son considerados por el entrevistado/a en la pregunta de 
victimización general y, segundo, las temáticas tomadas en las secciones del cuestionario, esto es, nueve 
de los delitos de mayor connotación social. 
49 BALLESTEROS VALDÉS, Víctor. “Memoria de la Encuesta Nacional. Urbana de Seguridad Ciudadana”. 
Instituto Nacional de estadísticas, 2011, p. 47. 
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2.2.13. SEGURIDAD CIUDADANA Y DELINCUENCIA 
La delincuencia y la seguridad ciudadana son fenómenos sociales complejos; están 
sujetos a variaciones  permanentes  (son  dinámicos); se relacionan con una 
multiplicidad de variables sociales, económicas, demográficas y de contexto; y se  
disocian en su comportamiento. Lo anterior obliga a generar un conocimiento 
continuo  sobre  las  tendencias  en el  campo de la victimización, de modo tal que 
para cada situación específica se genere una respuesta apropiada. 
Respecto al concepto de seguridad ciudadana existen diversas definiciones. 
Las más amplias la relacionan con el conjunto de sistemas de protección de la vida 
y los bienes de los ciudadanos ante los riesgos o amenazas provocadas por 
diversos factores, y la vinculan tanto a valores sociales de respeto a la vida, la 
integridad física y patrimonio de los otros, como al libre ejercicio de las libertades 
económicas, políticas y sociales necesarias para el adecuado y normal 
funcionamiento de la comunidad y la sociedad en su conjunto.  
La seguridad, entendida como sinónimo  de certeza, por una parte, y como 
ausencia   de riesgo o amenaza, por otra, nos señala que este concepto  no se 
restringe a la dimensión biológica del ser humano, motivada exclusivamente por 
necesidades de protección y subsistencia, sino que se extiende a todos aquellos 
planos de la naturaleza humana que resultan de su cohabitación y convivencia con 
otros semejantes50. 
La violencia tiene dos dimensiones claramente diferenciadas e 
interrelacionadas: La  inseguridad que es la dimensión que  hace referencia a los 
hechos concretos de violencia objetiva producidos o, lo que es lo mismo, la falta de 
                                                 
50 Ibídem., pp. 46-47 
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seguridad. Y la percepción de inseguridad que hace relación a la sensación de 
temor y que tiene que ver con el ámbito subjetivo de la construcción social del miedo 
generado por la violencia directa o indirecta. 
Es en esta segunda dimensión de la violencia que hay que detenerse a 
pensar porque es poco lo que se ha hecho por conocerla y para actuar sobre ella. 
Se trata de un imaginario complejo construido socialmente, que se caracteriza por 
existir antes de que se produzca un hecho de violencia (probabilidad de ocurrencia), 
pero también después de ocurrido (por el temor de que pueda volver a suceder). 
Es anterior, en la medida en que existe el temor de que se produzca un acto violento 
sin haberlo vivido directamente y, puede ser posterior porque el miedo nace de la 
socialización (allí el papel de los medios de comunicación) de un hecho de violencia 
ocurrido a otra persona. 
La percepción de inseguridad - por ser una construcción social - tiene un 
momento histórico que toma cuerpo, para el caso que nos ocupa en Latinoamérica 
es a principios de los años noventa con la libre movilidad de los capitales; en este 
contexto la sensación de inseguridad aparece como una externalidad negativa para 
la inversión extranjera, el turismo y el desarrollo urbano. En este caso, revistas 
como “América Economía” al introducir la noción de riesgo han construido la   
percepción de inseguridad desde lo empresarial e internacional. Adicionalmente, 
las policías  locales  incorporan  el  tema  por  la  brecha  existente entre violencia 
objetiva y subjetiva, como forma de descargar responsabilidades frente a los 
medios de comunicación. Todo esto supone que si ésta nace socialmente, de la 
misma manera puede ser contrarrestada y revertida. 
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Hay que tomar en cuenta que la percepción de inseguridad puede originarse 
en hechos que no tengan nada que ver con los actos de violencia ocurridos o por 
ocurrir (anteriores o posteriores), sino por ejemplo, de sentimientos de  soledad  o 
de  oscuridad  que finalmente tienen que ver, en el primer caso, con la ausencia de 
organización social o la precaria institucionalidad; o en el segundo caso, por la falta 
de iluminación de una calle, la ausencia de recolección de basura o la inexistencia 
de mobiliario urbano. 
Si la ciudad es un espacio de “soledades compartidas” y, por tanto, el lugar 
del anonimato y la inseguridad; allí el temor crecerá y, lo que es peor, el miedo se 
convertirá en principio urbanístico. Es decir, hay un miedo construido en la ciudad 
y también una ciudad construida por el miedo. 
Por esta razón, las políticas urbanas han empezado a tomar en cuenta esta 
dimensión, desarrollando propuestas como las llamadas, por ejemplo: “ventanas 
rotas” impulsadas en Nueva York y diseñadas para regular la conducta social en el 
espacio público; o “prevención situacional” que busca poner barreras físicas al 
crimen. De allí que sea pertinente plantearse preguntas como las siguientes: 
¿Quién concibe, usa,  produce  y  controla  el  espacio  público:  el  crimen  o  la  
policía? 
¿Estamos en esta disyuntiva? No es dable pensar en éstas como opciones,  
por eso hay que buscar alternativas que produzcan más ciudad y más seguridad 
tanto objetiva como subjetiva. 
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2.3. MARCO CONCEPTUAL 
2.3.1. LA PERCEPCIÓN DE LA POBLACIÓN: La noción de percepción deriva del 
término latino perceptivo y describe tanto a la acción como a la consecuencia 
de percibir es decir, de tener la capacidad para recibir mediante los sentidos 
las imágenes, impresiones o sensaciones externas, o comprender y conocer 
algo). Percepción. Antes de definir este concepto diremos que para conocer 
el mundo interior o exterior necesitamos realizar un proceso de 
decodificación de los mensajes que se reciben a través de todo el cuerpo. Se 
define como percepción al proceso cognoscitivo a través del cual las 
personas son capaces de comprender su entorno y actuar en consecuencia 
a los impulsos que reciben; se trata de entender y organizar los estímulos 
generados por el ambiente y darles un sentido. De este modo lo siguiente 
que hará el individuo será enviar una respuesta. 
La percepción puede hacer mención también a un determinado conocimiento, a una 
idea o a la sensación interior que surge a raíz de una impresión material derivada 
de nuestros sentidos. 
Para la psicología, la percepción consiste en una función que le posibilita al 
organismo recibir, procesar e interpretar la información que llega desde el exterior 
valiéndose de los sentidos. 
El término comenzó a captar la atención de los estudiosos durante el siglo XIX. Los 
primeros modelos que vinculaban la magnitud de un estímulo físico con la del 
episodio percibido posibilitaron la aparición de la denominada psicofísica. 
Los especialistas aseguran que la percepción es el primer procedimiento 
cognoscitivo, que permite al sujeto capturar la información del medio que lo rodea 
a través de la energía que llega a los sistemas sensoriales. 
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Este procedimiento posee carácter inferencial y constructivo. En este contexto, la 
representación interior de lo que ocurre afuera surge a modo de hipótesis. Los datos 
que captan los receptores se analizan de modo paulatino, junto a la información 
que recoge la memoria y que contribuye al procesamiento y a la creación de dicha 
representación. 
Mediante la percepción, la información es interpretada y se logra establecer la idea 
de un único objeto. Esto significa que es factible experimentar diversas cualidades 
de una misma cosa y fusionarlas a través de la percepción, para comprender que 
se trata de un único objeto. 
La violencia tiene dos dimensiones claramente diferenciadas e interrelacionadas: 
la inseguridad que es la dimensión que hace referencia a los hechos concretos de 
violencia objetiva producidos o, lo que es lo mismo, la falta de seguridad. Y la 
percepción de inseguridad que hace relación a la sensación de temor y que tiene 
que ver con el ámbito subjetivo de la construcción social del miedo generado por la 
violencia directa o indirecta. 
Es en esta segunda dimensión de la violencia que hay que detenerse a pensar 
porque es poco lo que se ha hecho por conocerla y para actuar sobre  ella. Se trata 
de un imaginario complejo construido socialmente, que se caracteriza por existir 
antes de que se produzca un hecho de violencia (probabilidad de ocurrencia), pero 
también después de ocurrido (por el temor de que pueda volver a suceder). Es 
anterior, en la medida en que existe el temor de que se produzca un  acto  violento  
sin  haberlo  vivido  directamente  y,  puede  ser posterior porque el miedo nace de 
la socialización (allí el papel de los medios de comunicación) de un hecho de 
violencia ocurrido a otra persona. 
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2.3.2. SENSACIÓN Y PERCEPCIÓN: Para comenzar, habría que definir algunos 
términos: Un  estímulo  es  cualquier  tipo  de  energía  a  la  que  podemos 
responder, (como puede ser las ondas sonoras o la presión sobre la piel.). 
Un  sentido  es  una  vía  fisiológica  particular  por  la  que  podemos responder a 
un tipo de energía específica. 
La sensación es el sentimiento que experimentamos como respuesta a la 
información recibida a través de nuestros órganos sensoriales. Percepción es la 
manera en que nuestro organismo organiza esos sentimientos para interpretarlos, 
es decir, el reconocimiento de los objetos que proviene de combinar las 
sensaciones con la memoria de experiencias sensoriales anteriores. 
La psicofísica es el estudio de la relación entre los aspectos físicos del estímulo y 
nuestra percepción psicológica del mismo. Tiene como objeto establecer la 
conexión entre el mundo físico y el psicológico. Examina nuestra sensibilidad a los 
estímulos y como las variaciones de estos afectan a nuestra forma de percibirlos. 
Umbral absoluto. Es la intensidad más pequeña de un estímulo que puede 
percibirse. Se ha demostrado que en condiciones ideales los sentidos humanos  
son capaces de percibir estímulos tan sutiles como los equivalentes estimados en 
la vida real (llama de una vela vista  desde 27 KM o oír el tictac de un reloj a 6  
metros de distancia...). La expresión en condiciones ideales ya es significativa de 
que la sensibilidad de nuestros sentidos depende del nivel de fondo de la 
estimulación. 
Umbral diferencial. Es la diferencia más pequeña en intensidad requerida para que 
se pueda percibir diferencia entre dos estímulos. Esta relación entre el estímulo 
original y cualquier aumento o disminución es conocida como la ley de Weber, que 
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fue el primero en advertir que cuanto mayor es el estímulo, mayor es el cambio para 
que pueda ser percibido. 
2.3.2.1  ADAPTACIÓN: En ocasiones no nos hacemos conscientes de ciertas 
variaciones en los estímulos, esto es porque nos hemos adaptado a 
ellos. Se ha habituado a un nivel determinado de estimulación y no 
responde a ella  conscientemente. Adaptarse, por lo tanto, es disminuir 
los niveles de respuesta de los receptores sensoriales sometidos a 
continua estimulación. El grado de adaptación afecta a nuestra 
sensibilidad frente a la estimulación. 
2.3.2.2 ATENCIÓN: Al vivir constantemente rodeados de estímulos no podemos 
darnos cuenta de todos ellos a la vez. Pero cuando nos fijamos en alguno 
de ellos en concreto, porqué tenemos interés en ellos, pasa al primer 
plano de nuestra conciencia. Hay veces que es muy difícil de ignorar una  
serie  de  estímulos  y  se  puede  comprobar  por  el  efecto  de Stroop. 
2.3.2.3 SISTEMAS SENSORIALES: Todos hemos oído hablar de los cinco 
sentidos: vista, oído, gusto, olfato y tacto. Pero estos no son los únicos 
ya que poseemos otros, como puede ser el vestibular (nos dice sí vamos 
h0acia arriba o hacia abajo), el propioceptivo (posición de los miembros.), 
cenestésico (tensión   muscular  y equilibrio.), interoceptivo (Información   
de nuestros órganos internos.). que en definitiva hacen variar la 
percepción que tenemos de las cosas 
2.3.2.4 OTROS SENTIDOS  
- PROPIOCEPCIÓN: El sentido de la propiocepción nos proporciona 
información sobre el movimiento de las distintas partes del cuerpo y de su 
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posición en el espacio. Los receptores sensoriales se localizan en las 
articulaciones y los músculos. 
- PERCEPCIÓN: COMO ORGANIZA EL CEREBRO LA 
INFORMACIÓN SENSORIAL: La percepción es más que lo que vemos, 
oímos, sentimos, saboreamos, u olemos. Es también el significado que 
damos a estas sensaciones. Llegamos a este significado a través de la 
manera en que  nuestro  cerebro  organiza  la  información  que  proviene  
de nuestros sentidos. Organizamos la información sensorial según 
diferentes características: La ley de continuidad según la cual nuestra mente 
continua en la dirección sugerida por el estimulo. La  ley  de  proximidad,  
agrupamos  elementos  que  se  encuentran cerca uno del otro. La ley de 
semejanza, agrupamos elementos parecidos. La ley del cierre, completamos 
configuraciones incompletas. Y Los gestaltistas también indican otra manera 
común de organizar la sensación,   dividiéndola   en una figura (objeto  sobre 
el cual enfocamos nuestra atención) y un fondo (el fondo del objeto 
focalizado). 
- PREDISPOSICIÓN PERCEPTIVA: El poder que tenemos sobre  nuestra  
percepción  es  grande.  A menudo vemos lo que esperamos ver o lo que 
encarga con nuestras ideas preconcebidas sobre lo que tiene sentido, un 
fenómeno conocido como predisposición perceptiva. 
- CONSTANCIA PERCEPTIVA: Es la percepción de los objetos del ambiente 
mantienen el mismo tamaño, aunque puedan parecer distintos porque 
cambien las condiciones del entorno. Distinguimos: Constancia de tamaño. 
Si conocemos el tamaño de un objeto, sabremos si esta lejos o cerca. 
Constancia de textura. Si una superficie se ve rugosa de cerca, cuando la 
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veamos más suave es porque estamos lejos. Constancia de forma. Si 
sabemos que un bidón es redondo, cuando los veamos ovalados, será 
porque están a cierta distancia y en un ángulo visual menor. Constancia de 
visualidad. Vemos la luminosidad de un objeto constante incluso bajo 
diferentes condiciones de iluminación. Constancia de color. Si conocemos el 
color de un objeto, sabremos que si aparece más claro o más oscuro es la 
luminosidad lo que varía en realidad. Existen dos explicaciones básicas 
sobre la constancia perceptiva: Teoría de la inferencia inconsciente. Se basa 
en lo que sabemos por la experiencia. Teoría ecológica. La relación entre los 
diferentes objetos de una escena, es la que nos da información sobre su 
tamaño. Las constancias perceptivas son importantes porque nos liberan de 
depender de las características de la imagen en nuestra retina, cuando 
intentamos percibir la naturaleza de un objeto. Hacen que nuestras 
percepciones estén orientadas hacia los objetos y no tanto hacia la retina. 
Nos ayudan a mantener un sentido realista del mundo en que vivimos. 
2.3.2.5. ESTADOS DE CONCIENCIA: Es difícil definir este termino y hoy en día 
los estudios se centran en la posibilidad de una definición y descripción 
de sus diversos niveles denominados estados alterados y estados 
alternativos. Ahora bien podríamos definir la conciencia como el darnos 
cuenta de nosotros mismos y del mundo que nos rodea. 
- ESTADO NORMAL FRENTE A ESTADOS ALTERADOS: El estudio de la 
conciencia se ha centrado más en los estados alterados que en el estado 
normal. Estado normal de conciencia será aquel en el que estamos la mayor 
parte de las horas de vigilia, mientras que cualquier cambio de tipo cualitativo  
(  ya  que  no  solo es estar más o menos despierto) de nuestro  estado  
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normal  se  considera  como  alterado.  Aunque  el concepto de normalidad 
varia de una persona a otra, del transcurso del tiempo, del medio físico y de 
la cultura. Características de los estados alternativos y los estados de 
conciencia alterados. En primer lugar hemos de distinguir ente estado de 
conciencia alternativo y alterado. Mientras que  el primero se  produce  
cuando dormimos, soñamos o estamos enfermos con fiebre alta, los 
segundos se refieren a estados producidos por la meditación, la hipnosis o 
el efecto de las drogas y no aparecen de forma espontánea sino que hay 
que provocarlos deliberadamente. 
- CARACTERÍSTICAS: Las características en común a todos los ECAs son: 
 Alteraciones del pensamiento. Experimentamos distintos grados de 
concentración, atención, memoria o capacidad de juicio. No estamos seguros 
de lo que es real e irreal. 
 Perdida  de  la  noción  del  tiempo.  Puede  sentir  que  el tiempo se detiene o 
bien avanza muy rápidamente. 
 Perdida de control. Puede resistirse luchando contra el sueño, o bien puede 
abandonar toda sensación de autocontrol. 
 Cambios en la expresión de las emociones. Es posible que muestre  
sensaciones  mucho  más  abiertamente,  o bien que se encierre en si mismo, 
no mostrando ninguna emoción. 
 Cambios en la imagen corporal. 
 Alteraciones perceptivas. Puede ver visiones, oír voces o músicas extrañas. 
 Cambio en el sentido o significado. Puede experimentar que ha adquirido un 
nuevo conocimiento e interesante. 
 Sensación de incapacidad para describir algo. 
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 Sensación de rejuvenecimiento. 
 Hipersugestionabilidad. El trance hipnótico es el primer ejemplo. 
 El modo de inducir un estado alterado determinado, tiene mucho que ver con el 
tipo de estado que se quiere provocar, el tipo de persona y las circunstancias 
que le rodean. Los métodos de inducción son: 
 Repetición, monotonía, restricción del movimiento. 
 Sobreestimulación, actividad continuada. 
 Concentración mental. 
 Pasividad. 
 Factores  fisiológicos. Cambios en la química corporal provocada por las drogas 
o por la fiebre, por ejemplo. 
2.3.2.6 INSEGURIDAD CIUDADANA, ¿PERCEPCIÓN O REALIDAD?: 
Imágenes de TV llenas de asaltos y asesinatos, desconfianza en la 
policía y una población que se siente insegura. Especialistas de la PUCP 
analizan aspectos que ayudan a entender mejor el fenómeno de la 
delincuencia y a comprender en qué está fallando el Estado como 
principal responsable de garantizar la seguridad interna. Por ser sinónimo 
de verano, carnavales y romance, febrero suponía ser  una  época  alegre  
para  la  gente.  Lejos  de  esto,  ese  mes  fue singular en Lima por 
algunos sucesos que despertaron temor entre los ciudadanos. El 
asesinato de un periodista en la puerta de su casa y el asalto a una 
notaría limeña que dejó a una persona muerta son los acontecimientos 
que los noticieros, diarios y el resto de medios de comunicación  nos  han  
puesto  frente  los  ojos,  con  videos  de  los sucesos repetidos una y otra 
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vez; de esta forma, el problema de la seguridad ciudadana vuelve al 
tapete y a la discusión mediática, y con ellos, también, los reclamos de la 
opinión pública y la prensa para que las autoridades tomen medidas más 
eficaces contra la delincuencia. Más allá de que estos hechos criminales 
hayan tenido gran cobertura mediática y hayan resaltado la sensación de 
inseguridad en la población, el problema es una preocupación constante 
en la ciudadanía. Según la encuesta de percepción 2012 del observatorio 
Lima Cómo Vamos, el 67% de limeños está insatisfecho con la seguridad 
ciudadana; las encuestas de los dos años anteriores muestran realidades 
similares. Inseguridad: ¿Percepción o realidad?. La victimización de 
Ciudad Nuestra; sin embargo, la percepción de inseguridad llegó a 
68.9%. Es decir, nos sentimos más inseguros de lo que realmente 
estamos. El Mg. Enrique Castro, docente de la Escuela de Gobierno y 
Políticas Públicas de la PUCP, señala que en otras ciudades del mundo 
también hay estas diferencias entre la seguridad objetiva, medida a 
través de las encuestas de victimización, y la seguridad subjetiva, que es 
el temor a ser víctima del delito. “El problema –añade Castro– es que 
hemos tenido muy pocas encuestas de victimización a nivel nacional que 
puedan ser comparables y observadas de manera sistemática. En las del 
2011 y el 2012, que hizo el INEI, la victimización está alrededor del 40%, 
mientras que la percepción de temor está sobre el 80%. Por ejemplo, 
Chile es un país que tiene la menor tasa de victimización de Sudamérica, 
pero tiene un temor que está sobre el 70%; y en lugares como Gales o 
los Países Bajos, la victimización está en 20%, pero el temor está en 
18%, lo que quiere decir que el temor es menor que la victimización real”. 
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Esta brecha tiene diversos motivos. El Mg. Castro explica que la 
percepción de inseguridad no está relacionada, necesariamente, con que 
hayas vivido un robo o un asalto, sino que tiene factores diversos, como 
características socioeconómicas, demográficas, exclusión, pobreza, el 
temor a perder el empleo o ser un consumidor habitual de noticias 
policiales, etc. “Esto es parte de un proceso de criminalización de la 
sociedad, y ocurre con mayor incidencia en países en desarrollo o en los 
que abundan precariedades, como problemas de salud, desempleo o 
exclusión”, finaliza. Noam López, investigador del Centro de 
Investigaciones Sociológicas, Económicas, Políticas y Antropológicas 
(CISEPA) de la PUCP, detalla que en Lima el robo promedio puede 
hacerle perder a un ciudadano entre  S/.  250  a  S/.  300.  “El  sector  D  
y  E  se  puede  sentir  más vulnerable ante la inseguridad, pues el impacto 
en su economía es mayor cuando le roban”, La percepción de 
inseguridad corresponde a un sentimiento de vulnerabilidad y 
desprotección ante la posibilidad de ser víctima de algún delito. Más allá 
de convenir una definición explicita, interesa reconocer que la 
inseguridad es un fenómeno multicausal y complejo. En términos 
prácticos la percepción de inseguridad se define en la pregunta acerca 
de la creencia de ser víctima futura de un hecho delictual, enunciada en 
la ENUSC de la siguiente manera: ¿Cree usted que será víctima de un 
delito en los próximos doce meses? Teóricamente la percepción de 
inseguridad es una sensación con componentes subjetivos, culturales y 
sociales que no necesariamente se basan en hechos objetivos 
experimentados de manera directa. Esta sensación de inseguridad se 
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atribuye, proviene o se compone de un factor emocional que podría 
denominarse temor, de una valoración que el individuo realiza acerca del 
potencial daño a sufrir, y otro de orden más cognitivo, relacionado con la 
probabilidad que perciben las personas de ser víctimas. Cfr., 
BALLESTEROS VALDÉS, Víctor. “Memoria de la Encuesta Nacional. 
Urbana de Seguridad Ciudadana”. Instituto Nacional de Estadísticas de 
Chile, 2011 
2.4. HIPÓTESIS Y VARIABLES 
2.4.1. Hipótesis General 
 Existe una asociación significativa entre el nivel de conocimiento de la seguridad 
ciudadana con la satisfacción del poblador de la ciudad de Abancay, 2013. 
2.4.2. Hipótesis específicas. 
 El nivel de conocimiento regular esta directamente asociado con la  seguridad 
ciudadana con la satisfacción del pobladla ciudad de Abancay, 2013, 
 Se presenta una asociación directa entre   el nivel de conocimiento respecto al 
rol de las instituciones y la seguridad ciudadana con la satisfacción del pobladla 
ciudad de Abancay, 2013 
 Existe asociación determinante entre el nivel de conocimiento de  las  
características  y  la  satisfacción  del  poblador  de la ciudad de Abancay, 2013. 
 La ocurrencia de los delitos más comunes está en directa asociación con la 
satisfacción del poblador de la ciudad de Abancay, 2013. 
 Se presenta un  nivel de medianamente satisfecho el poblador respecto a la 
seguridad ciudadana. En la ciudad de Abancay, 2013. 
2.4.3. VARIABLES 
2.4.3.1. Variable Dependiente  
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Acciones de seguridad 
2.4.3.2. Variable Independiente 
Satisfacción de la población 
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2.4.4. OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 
VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES 
INDEPENDIENTE 
ACCIONES DE 
SEGURIDAD 
 Seguridad ciudadana  Origen 
 Conceptos 
 Causas 
 La  inseguridad  es  ahora  la  principal  
preocupación ciudadana 
 Normatividad seguridad ciudadana 
 Política nacional de seguridad 
ciudadana 
 Policía nacional 
 Los gobiernos locales 
 Participación ciudadana 
 Juntas vecinales y rondas campesinas 
 Promoción de la participación 
ciudadana 
 Régimen de política 
criminal 
 La colectividad 
 Política criminal 
 Criminología y política 
criminal 
 Estudio del delito 
 Disciplina causal-  explicativa 
 Problemas 
 La seguridad ciudadana y 
sus carencias 
 Estrategia contra la delincuencia 
 Déficit de policías y de equipos 
modernos 
 La sociedad civil y la 
seguridad ciudadana 
 Organización popular 
 Derechos humanos 
 La PNP es una institución 
excepcional 
 El orden interno y la 
seguridad ciudadana 
 Promover una justicia cercana y 
eficiente a la comunidad 
 Mejorar los sistemas e infraestructura 
carcelarios 
 Depuración  de  los  malos  
elementos  de  seguridad  pública  y 
justicia 
 Profesionalización y capacitación de la 
policía 
INDEPENDIENTE 
SATISFACCIÓN DE 
LA POBLACIÓN 
 El consejo nacional de 
seguridad ciudadana- ley 
de la conasec 
 Miembros del Conasec 
 Funciones y atribuciones del Conasec 
 Secretaría técnica del Conasec 
 Los comités de seguridad 
ciudadana 
 La autoridad política de mayor nivel 
de su jurisdicción 
 La autoridad educativa de más alto 
nivel de su jurisdicción 
 Un representante del Ministerio 
Público designado por el Fiscal 
Superior Decano de la jurisdicción 
 Seguridad ciudadana y 
delincuencia 
 Fenómenos sociales 
 Conjunto de sistemas de protección de 
la vida y los bienes de los ciudadanos 
 Percepción de inseguridad 
 Políticas urbanas 
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CAPÍTULO III 
METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
NIVEL: Causal 
TIPO DE INVESTIGACIÓN: según el ámbito de campo es la realidad donde ocurren 
los hechos. 
SEGÚN LA TÉCNICA COMUNICACIONAL.- Se utilizó la encuesta. 
SEGÚN LA TEMPORALIDAD TRANSVERSAL.- Observamos una sola vez a las 
unidades de estudio. 
3.2. MÉTODO APLICADO A LA INVESTIGACIÓN 
En la presente investigación se utilizó el método inductivo porque se analizó varios 
datos. 
3.3. POBLACIÓN Y MUESTRA 
POBLACIÓN 
La población está constituida por todos los pobladores de la ciudad de Abancay 
siendo aproximadamente 106,214 habitantes. 
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MUESTRA 
Para determinar el tamaño de muestra se utilizará la siguiente fórmula: 
 
n = 88 
N = 200(Totalidad de investigados) 
Z = 1,96 (nivel de confianza del 95%) P = 0,60 (60% del área bajo la curva) 
Q = 0,40 (40% del área complementaria) E = 0,09 (9 % de error muestral) 
E2= 0,01 
n = 230 (número de muestra) 
3.4. CRITERIOS DE INCLUSIÓN 
Se incluyeron en los grupos: 
Pobladores que residan en la ciudad de Abancay 
Pobladores que desean participar en la investigación 
3.5. CRITERIOS DE EXCLUSIÓN 
Pobladores poco colaboradores 
Pobladores con alguna incapacidad mental 
3.6. TÉCNICAS E INSTRUMENTAL DE LA INVESTIGACIÓN – 
TÉCNICAS: 
Para la recolección de datos se utilizara la técnica de la encuesta, en la cual se 
dará a conocer los objetivos del estudio e instrucciones de la ficha para identificar 
el nivel conocimiento   y la revisión documentaria para determinar la satisfacción 
del usuario 
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INSTRUMENTOS: 
 
Escala de evaluación que consta de 22 items con la finalidad de identificar la el nivel 
de conocimiento sobre seguridad ciudadana siendo la escala de calificación de la 
siguientes manera 
 
VALORES 
 
Respuesta correcta 5 puntos  
Respuesta regular 4 puntos  
Respuesta deficiente 3 puntos 
 
CALIFICACIÓN 
 
BUEN NIVEL DE CONOCIMIENTO 110-89 
REGULAR NIVEL DE CONOCIMIENTO 88-23 
DEFICIENTE NIVEL DE CONOCIMIENTO 22-00 
Se evaluará en forma cualitativa calificando la satisfacción se adecuara la 
puntuación  a las preguntas del cuestionario prediseñado y validado. 
Escala de niveles de satisfacción con 9 items siendo la calificación de la siguiente 
forma: 
 Muy satisfecho 4 
 Satisfecho 3 
 Medianamente satisfecho 2 
 No satisfecho 1 
 Muy satisfecho 36-28 
 Satisfecho 27-19 
 Medianamente satisfecho 18- 10 
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 Insatisfecho 09-00 
3.7. DISEÑO DE CONTRASTACIÓN DE LA HIPÓTESIS 
a.  Causal 
 
     8. 
X1 variable independiente 
X2 variable dependiente 
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CAPÍTULO IV 
METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
4.1. RESULTADOS 
¿Cómo observa el trabajo de la municipalidad y la seguridad ciudadana? 
 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
9 
 
4,5 
 
4,5 
 
4,5 
Satisfecho 
 
 
9 
 
4,5 
 
4,5 
 
9,0 
Medianamente satisfecho 
 
 
73 
 
36,5 
 
36,5 
 
45,5 
Insatisfecho 
 
 
109 
 
54,5 
 
54,5 
 
100,0 
Total  
200 
 
100,0 
 
100,0  
 
¿Considera Ud. que los responsables de la seguridad ciudadana están 
preparados para esta gestión? 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
6 
 
3,0 
 
3,0 
 
3,0 
Satisfecho 
 
 
12 
 
6,0 
 
6,0 
 
9,0 
Medianamente satisfecho 
 
 
87 
 
43,5 
 
43,5 
 
52,5 
Insatisfecho 
 
 
95 
 
47,5 
 
47,5 
 
100,0 
Total 200 100,0 100,0  
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¿Cómo evalúa la voluntad policial para apoyar la seguridad ciudadana? 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
10 
 
5,0 
 
5,0 
 
5,0 
Satisfecho 
 
 
28 
 
14,0 
 
14,0 
 
19,0 
Medianamente satisfecho 
 
 
83 
 
41,5 
 
41,5 
 
60,5 
Insatisfecho 
 
 
79 
 
39,5 
 
39,5 
 
100,0 
Total  
200 
 
100,0 
 
100,0  
¿Considera que las autoridades locales coadyuvan a mejorar la relación entre 
la policía y la municipalidad respecto a la seguridad ciudadana? 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
7 
 
3,5 
 
3,5 
 
3,5 
Satisfecho 
 
 
21 
 
10,5 
 
10,5 
 
14,0 
Medianamente satisfecho 
 
 
91 
 
45,5 
 
45,5 
 
59,5 
Insatisfecho 
 
 
81 
 
40,5 
 
40,5 
 
100,0 
Total  
200 
 
100,0 
 
100,0  
¿Cómo evalúa las acciones de seguridad ciudadana que ejecuta la actual 
gestión municipal? 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
6 
 
3,0 
 
3,0 
 
3,0 
Satisfecho 
 
 
19 
 
9,5 
 
9,5 
 
12,5 
Medianamente satisfecho 
 
 
92 
 
46,0 
 
46,0 
 
58,5 
Insatisfecho 
 
 
83 
 
41,5 
 
41,5 
 
100,0 
Total  
200 
 
100,0 
 
100,0  
¿Porqué considera que se ha implementado el serenazgo? 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
22 
 
11,0 
 
11,0 
 
11,0 
Satisfecho 
 
 
50 
 
25,0 
 
25,0 
 
36,0 
Medianamente satisfecho 
 
 
67 
 
33,5 
 
33,5 
 
69,5 
Insatisfecho 
 
 
61 
 
30,5 
 
30,5 
 
100,0 
Total  
200 
 
100,0 
 
100,0  
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¿Cuál fue su impresión de las juntas vecinales de seguridad ciudadana? 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
24 
 
12,0 
 
12,0 
 
12,0 
Satisfecho 
 
 
45 
 
22,5 
 
22,5 
 
34,5 
Medianamente satisfecho 
 
 
56 
 
28,0 
 
28,0 
 
62,5 
Insatisfecho 
 
 
75 
 
37,5 
 
37,5 
 
100,0 
Total  
200 
 
100,0 
 
100,0  
¿Cómo es la relación entre los efectivos policiales y la colectividad? 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
9 
 
4,5 
 
4,5 
 
4,5 
Satisfecho 
 
 
21 
 
10,5 
 
10,5 
 
15,0 
Medianamente satisfecho 
 
 
92 
 
46,0 
 
46,0 
 
61,0 
Insatisfecho 
 
 
78 
 
39,0 
 
39,0 
 
100,0 
Total  
200 
 
100,0 
 
100,0  
 
 
¿Cómo es la relación entre la comunidad y los funcionarios de la 
municipalidad? 
 
VÁLIDOS 
 
Frecuencia 
 
Porcentaje 
 
Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Muy satisfecho  
6 
 
3,0 
 
3,0 
 
3,0 
Satisfecho 
 
 
15 
 
7,5 
 
7,5 
 
10,5 
Medianamente satisfecho 
 
 
86 
 
43,0 
 
43,0 
 
53,5 
Insatisfecho 
 
 
93 
 
46,5 
 
46,5 
 
100,0 
Total  
200 
 
100,0 
 
100,0  
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4.2. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
Fuente: Tabla 1 realizado por el investigador 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En el gráfico 1 se considera las frecuencias y porcentaje del indicador: 
observación del trabajo de la municipalidad y la seguridad ciudadana, estos 
datos se han obtenido de la encuesta realizada a 200 personas en octubre-
diciembre de 
1013. La muestra estuvo representada por personas mayores de edad de 
ambos sexos, correspondiendo al centro urbano y a la periferie de Abancay. 
ANÁLISIS.- 
Se desprende que la mayor parte de los ciudadanos perciben como problema 
la insatisfacción en este orden: el 54% está insatisfecho, el 45.5% está 
medianamente insatisfecho, el 9% está satisfecho y el 4.5% está muy 
satisfecho.  
INTERPRETACIÓN. 
Del estudio y análisis de la encuesta se constata que los ciudadanos observan 
que el trabajo de la municipalidad en relación a la seguridad ciudadana no 
satisface sus expectativas y lo perciben como el principal problema. 
Cómo observa el trabajo de la municipalidad y la seguridad 
ciudadana  
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Fuente: Tabla 2 realizado por el investigador 
 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En el gráfico 2 se considera las frecuencias y porcentaje del indicador: los 
responsables de la seguridad ciudadana, están preparados para esta gestión. 
Estos datos se han obtenido de la encuesta realizada a 200 personas en 
octubre- diciembre de 1013. La muestra estuvo representada por personas 
mayores de edad de ambos sexos, correspondiendo al centro urbano y a la 
periferie de Abancay. 
ANÁLISIS.- 
Se desprende que la mayoría de los ciudadanos perciben como problema la 
insatisfacción en este orden: 47.5% insatisfechos, 43.5% medianamente 
satisfecho, 6% satisfecho, 3% muy satisfecho. 
INTERPRETACIÓN.- 
Del estudio y análisis de la encuesta se constata que los ciudadanos observan 
a los responsables de la seguridad ciudadana como que no están preparados 
para esta gestión lo que agrava el problema. 
Considera que Ud. que los responsables de la seguridad ciudadana 
están preparados para esta gestión ciudadana 
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Fuente: Tabla 3 realizado por el investigador 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En el gráfico 3 se considera  las  frecuencias y porcentaje  del  indicador: 
voluntad policial para apoyar la seguridad ciudadana. Estos datos se han 
obtenido de  la  encuesta  realizada a 200 personas en octubre-diciembre de 
1013. La muestra estuvo representada por personas mayores de edad de 
ambos sexos, correspondiendo al centro urbano y a la periferie de Abancay 
ANÁLISIS.- 
Se desprende que la mayor parte de los ciudadanos están a nivel de 
insatisfacción mediana en este orden 41,5% medianamente insatisfecho, 39.5% 
insatisfecho, 14% satisfecho y 5% muy satisfecho.  
INTERPRETACIÓN.- 
Del estudio y análisis de la encuesta se constata que los ciudadanos perciben  
que la voluntad policial para apoyar a la seguridad ciudadana les satisface 
medianamente,  pero  que  no  es  suficiente  para  mejorar  el  problema  de  la 
seguridad. 
Cómo evalúa la voluntad policial para apoyar la seguridad 
ciudadana 
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Fuente: Tabla 4 realizado por el investigador 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En el gráfico 4 se considera las frecuencias y porcentaje del indicador: 
autoridades locales coadyuvan a mejorar la relación entre la policía y la 
municipalidad en la seguridad ciudadana, están preparados para esta gestión. 
Estos datos se han obtenido de la encuesta realizada a 200 personas en 
octubre-diciembre de 1013. La muestra estuvo representada por personas 
mayores de edad de ambos sexos, correspondiendo al centro urbano y a la 
periferie de Abancay. 
ANÁLISIS.- 
Se desprende que la  mayoría de los ciudadanos tiene una mediana satisfacción 
en este orden: 45.5% tiene mediana insatisfacción, 40.5% está insatisfecho, 
10.5 satisfecho, y 3.5% está muy satisfecho. 
INTERPRETACIÓN.- 
Del estudio y análisis de la encuesta se constata que las autoridades locales 
ayudan a mejorar las relaciones entre la policía y la municipalidad  de manera 
mediana, lo cual no es suficiente para mejorar la actividad de la seguridad 
ciudadana. 
¿Considera que las autoridades locales coadyuvan a mejorar la relación 
entre la policía y la municipalidad respecto a la seguridad ciudadana? 
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Fuente: Tabla 5 realizado por el investigador 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En el gráfico 5 se considera las frecuencias y porcentaje del indicador: acciones 
de seguridad ciudadana que ejecuta la actual gestión municipal. Estos datos se 
han obtenido de la encuesta realizada a 200 personas en octubre-diciembre de 
1013. La muestra estuvo representada por personas mayores de edad de 
ambos sexos, correspondiendo al centro urbano y a la periferie de Abancay. 
ANÁLISIS.- 
Se desprende que la mayoría de los ciudadanos encuentran que las acciones 
de la municipalidad son de forma mediana, en este orden: 46% tienen mediana 
satisfacción, 41.5% sin embargo están insatisfechos y solo el 9.5% está 
satisfecho y el 3% muy satisfecho. 
INTERPRETACIÓN.- 
Del estudio y análisis de la encuesta se puede apreciar que las acciones de 
seguridad ciudadana que ejecuta la gestión municipal cuentan con la mediana 
satisfacción de los ciudadanos de Abancay, que no son suficientes para 
optimizar esta seguridad. 
Cómo evalúa las acciones de seguridad ciudadana que ejecuta la actual 
gestión municipal 
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Fuente: Tabla 6 realizado por el investigador 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En  el  gráfico 6 se considera  las  frecuencias y porcentaje del  indicador: 
razones de la implementación del serenazgo. Estos datos se han obtenido de la 
encuesta realizada a 200 personas en octubre-diciembre de 1013. La muestra 
estuvo representada por personas mayores de edad de ambos sexos, 
correspondiendo al centro urbano y a la periferie de Abancay. 
ANÁLISIS.- 
Se aprecia que la mayor parte de las juntas vecinales   tiene una mediana 
satisfacción sobre el rol de la seguridad ciudadana, en el siguiente orden: 33.5% 
medianamente satisfecho, 30.5% está insatisfecho, 25% satisfecho, y 11% muy 
satisfecho. 
INTERPRETACIÓN.- 
Del estudio y análisis de la encuesta se aprecia que los ciudadanos están más 
o menos  satisfechos con la implementación del serenazgo para solucionar los 
problemas de inseguridad ciudadana. 
 
¿Por qué considera que se ha implementado el serenazgo?  
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Fuente: Tabla 7 realizado por el investigador 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En el gráfico 7 se considera las frecuencias y porcentaje del indicador: impresión 
de las juntas vecinales sobre la seguridad ciudadana, Estos datos se han 
obtenido de la encuesta realizada a 200 personas en octubre-diciembre de 
1013. La muestra estuvo representada por personas mayores de edad de 
ambos sexos, correspondiendo al centro urbano y a la periferie de Abancay 
ANÁLISIS.- 
Se desprende que la mayor parte de la ciudadanía esta insatisfecha en el 
siguiente orden: 37.5% insatisfecho, 28% medianamente insatisfecho, 22.5% 
satisfecho, 12% muy satisfecho. 
INTERPRETACIÓN. 
Del estudio y análisis de la encuesta se constata que las juntas vecinales tienen 
una percepción de insatisfacción general sobre el desempeño de la seguridad 
ciudadana, habiendo, sin embargo alcanzado, el más alto porcentaje de 
satisfacción de una minoría en este rubro. 
 
¿Cuál fue su impresión de las juntas vecinales de seguridad ciudadana? 
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Fuente: Tabla 8 realizado por el investigador 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En el gráfico 8 se considera las frecuencias y porcentaje del indicador: relación 
entre efectivos policiales y la colectividad. Estos datos se han obtenido de la 
encuesta realizada a 200 personas en octubre-diciembre de 1013. La muestra 
estuvo representada por personas mayores de edad de ambos sexos, 
correspondiendo al centro urbano y a la periferie de Abancay. 
ANÁLISIS.- 
Se puede ver que la mayor parte de la ciudadanía esta medianamente 
satisfecha con esta relación en este orden: 46% medianamente satisfecho, 39% 
insatisfecho, 10.5% satisfecho, 4.5% muy satisfecho. 
INTERPRETACIÓN.- 
Del estudio y análisis de la encuesta se aprecia que los ciudadanos están 
medianamente satisfechos con la relación entre la policía y la colectividad, lo 
cual no facilita el rol que la seguridad ciudadana debe desempeñar. 
¿Cómo es la relación entre los efectivos policiales y la colectividad? 
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Fuente: Tabla 9 realizado por el investigador 
 
DESCRIPCIÓN ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN. DESCRIPCIÓN.- 
En el gráfico 9 se considera las frecuencias y porcentaje del indicador: 
relaciones entre la comunidad y los funcionarios de la comunidad. Estos datos 
se han obtenido de la encuesta realizada a 200 personas en octubre-diciembre 
de 1013. La muestra estuvo representada por personas mayores de edad de 
ambos sexos, correspondiendo al centro urbano y a la periferie de Abancay. 
ANÁLISIS.- 
Se desprende que la mayor parte de los encuestados observan con 
insatisfacción esta relación en el siguiente orden: 46.5% insatisfecho, 43% 
medianamente satisfecho, 7.5% satisfecho y 3% muy satisfecho. 
INTERPRETACIÓN.- 
Del estudio y análisis de la encuesta se desprende que la relación entre la 
comunidad y los funcionarios de la municipalidad es de insatisfacción, con lo 
que, no se facilita la actividad de la seguridad ciudadana. 
 
¿Cómo es la relación entre la comunidad y los funcionarios de la municipalidad? 
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CONCLUSIONES 
PRIMERA. Conforme al trabajo de campo realizado se tiene que el trabajo que 
realiza la municipalidad de Abancay en materia de seguridad 
ciudadana, así como el conocimiento y preparación de las 
personas responsables de sacar adelante este programa son 
deficientes, traducido en la insatisfacción de la ciudadanía. 
SEGUNDA. La percepción que tiene la población  acerca del trabajo entre la 
policía y los miembros de la municipalidad, y sobre todo la voluntad 
de aquellos en relación a la seguridad ciudadana es de mediana 
satisfacción, lo que no optimiza el desempeño eficiente de esta. 
TERCERA. El  serenazgo en la ciudad de Abancay se ha implementado  por  la 
inseguridad que hay en la ciudad y que son percibidos por las 
juntas vecinales y la población en general, pero que no han 
solucionado el problema. 
CUARTA. Es necesaria la participación de la municipalidad, de la policía, de 
las juntas vecinales y de cualquier otro organismo involucrado en 
la búsqueda de soluciones para combatir la inseguridad ciudadana 
que afecta a la sociedad. 
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SUGERENCIAS 
PRIMERA. Capacitar a los responsables de la municipalidad de Abancay en 
materia de seguridad ciudadana para que realicen un trabajo 
eficiente y efectivo en el control de la inseguridad ciudadana, 
mediante charlas, seminarios, convenciones,  etc.,  priorizando  
este  aspecto  frente  a  cualquier  otra actividad que tengan dentro 
de sus funciones. 
SEGUNDA. La municipalidad debe tener la iniciativa de reunir a todos los 
sectores involucrados en la seguridad ciudadana como policía, 
juntas vecinales, representantes de la ciudadanía, para buscar 
soluciones a la problemática. 
TERCERA. Mejorar las relaciones entre la municipalidad y la policía para que 
esta capacite a los miembros de seguridad ciudadana, les haga 
seguimiento continuo y les brinde al apoyo necesario en caso de 
arrestos ciudadanos y otros similares.  
CUARTA. Al no ser suficiente la implementación de la seguridad ciudadana en 
Abancay es muy importante implementar con logística como 
personal suficiente, camionetas adecuadas, capacitación, 
remuneraciones aceptables, seguro de vida, que hagan viable que 
se combata la delincuencia común. 
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CUESTIONARIO 
Responda a las siguientes preguntas y marque con una X la respuesta que viera 
por conveniente: 
1. ¿Cómo observa el trabajo de la municipalidad y la seguridad ciudadana? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
d) Insatisfecho 
2. ¿Considera Ud. que los responsables de la seguridad ciudadana están 
preparados para esta gestión? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
d) Insatisfecho 
3. ¿Cómo evalúa la voluntad policial para apoyar la seguridad ciudadana? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
d) Insatisfecho 
4. ¿Considera que las autoridades locales coadyuvan a mejorar la relación 
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entre la policía y la municipalidad respecto a la seguridad ciudadana? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
d) Insatisfecho 
5. ¿Cómo evalúa las acciones de seguridad ciudadana que ejecuta la actual 
gestión municipal? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
d) Insatisfecho 
6. ¿Por qué considera que se ha implementado el serenazgo? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
d) Insatisfecho 
7. ¿Cuál fue su impresión de las juntas vecinales de seguridad ciudadana? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
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d) Insatisfecho 
8. ¿Cómo es la relación entre los efectivos policiales y la colectividad? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
d) Insatisfecho 
9. ¿Cómo es la relación entre la comunidad y los funcionarios de la 
municipalidad? 
a) Muy satisfecho 
b) Satisfecho 
c) Medianamente satisfecho 
d) Insatisfecho 
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ABREVIATURAS UTILIZADAS 
 
 
Art. Artículo. 
Const. Constitución 
Cfr.. Confróntese. 
CONASEC Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana 
C. P. Código Penal. 
D. Leg. Decreto Legislativo. 
Ex ante. Más antes.  
Ibídem. Ahí mismo. 
NCPP. Nuevo Código Procesal Penal 
O. I. Orden Interno 
Ob. cit.  Obra citada.  
p.  pagina. 
pp. Paginas. 
PNP. Policía Nacional del Perú 
 
